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MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON EL QUE SE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS LEGALES PARA COMBATIR LA EVASION TRIBUTARIA.

_______________________________

SANTIAGO, 24 de agosto de 2000

M E N S A J E Nº 178-342/

Honorable Cámara de Diputados:

A S.E. EL 

PRESIDENTE

DE LA H. 

CAMARA DE

DIPUTADOS.
Presento a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto reducir la elusión y evasión tributaria, mediante la modificación de diversas leyes, entre las cuales se encuentran el Código Tributario, Ley sobre Impuesto a la Renta, Impuesto a las Ventas y Servicios, Ordenanza de Aduanas y Leyes Orgánicas del Servicio de Impuestos Internos, de Aduanas y de Tesorerías.

I.
EL INICIO DE LA CAMPAÑA CONTRA LA EVASIÓN.

Mediante la presentación de este proyecto, se cumple con el compromiso expresado en mi programa de gobierno en cuanto a financiar los mayores requerimientos de gastos en programas sociales y de desarrollo no mediante un aumento de impuestos sino a través de una reducción de la elusión y la evasión tributaria. Para cumplir este compromiso se requiere de un esfuerzo serio, coordinado y sistemático de las instituciones fiscalizadoras, debidamente dotadas de medios materiales y legales, orientado a atacar las grandes fuentes de evasión, esto es, una verdadera campaña contra la evasión de impuestos.

La campaña contra la evasión de impuestos que inicia este proyecto es una iniciativa clave para la estrategia de crecimiento con equidad del Gobierno y una pieza fundamental de la reforma fiscal a que me referí en el Mensaje Presidencial del 21 de Mayo. Esta campaña proveerá recursos para el financiamiento de planes y políticas de desarrollo social sobre la base de un mayor cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de los contribuyentes de mayores recursos en beneficio de los sectores más vulnerables de la población. Asimismo, ratifica mi compromiso en cuanto a que la responsabilidad fiscal es una condición básica para la reactivación y para un crecimiento estable.

II.
FUNDAMENTOS.

1.
Antecedentes sobre evasión de impuestos.

Se estima que la evasión de impuestos alcanza actualmente en Chile cerca de un 24%, lo que equivale a unos US $4.000 millones anuales. Si bien esta tasa es menor a las de otros países latinoamericanos, está muy por encima de los niveles de las naciones más desarrolladas, que exhiben tasas del orden del 10%. Así, por ejemplo, en cuanto a tasa de evasión del IVA neta, según datos de 1993, mientras Nueva Zelandia presenta un 5,1%, Suecia: 5,4; Israel: 7,8; Portugal: 14 y Sudáfrica: 14,6, en el caso de Chile ésta ascendía a 23%. 

Para acercarnos a los niveles que presentan los países señalados, resulta fundamental equiparar las facultades legales y los recursos materiales y humanos con que cuentan nuestros organismos encargados de la administración tributaria con las de los países con menores niveles de evasión.

En efecto, las comparaciones internacionales también muestran que las capacidades operativas de la administración tributaria en Chile son más limitadas que las de otros países. Así, por ejemplo, al analizar el indicador consistente en el número de habitantes por funcionario, mientras en Estados Unidos este es de 2.657,en Francia de 738,en Suecia de 783 y en Canadá de 879, en Chile es de 4.051, lo que explica parte de la mayor evasión y elusión tributarias en nuestro país.

2.
Imperativo ético.

La evasión de impuestos representa una situación de gran inequidad entre quienes cumplen sus obligaciones tributarias y quienes no lo hacen. Corregir esta inequidad no es sólo un imperativo ético, sino también un requisito indispensable para el buen funcionamiento de una economía moderna. En efecto, por un lado, el cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de algunas empresas genera una situación de competencia desleal respecto del resto del sector privado. Por otra parte, el respeto a la normativa tributaria es parte del principio más general de respeto a la ley que toda economía moderna requiere para funcionar adecuadamente. Si bien en Chile la gran mayoría de las personas paga sus impuestos, la percepción de que existe evasión termina representando un obstáculo para la promoción del cumplimiento voluntario de las leyes impositivas por parte de los buenos contribuyentes. Así, desde un punto de vista ético, nadie puede oponerse a una iniciativa que persigue el cumplimiento de la ley.

3.
Reducir tasa de evasión.

La presente iniciativa pretende fortalecer el cumplimiento de la ley y asegurar que toda la sociedad y los diversos agentes económicos cumplan con sus obligaciones tributarias. Esta se propone reducir esta tasa desde un 24% a alrededor de un 20% al año 2005, mejorando la recaudación fiscal en unos US$ 800 millones anuales al final del sexenio. La acción fiscalizadora apunta claramente en contra de los grandes evasores que actúan sistemáticamente para eludir sus obligaciones, de los delincuentes tributarios que realizan fraudes a través del uso de facturas falsas y de quienes pretenden mantenerse al margen de la fiscalización de la administración tributaria. Por lo tanto, los mayores recursos que generará esta ley no provendrán del ciudadano común y corriente que cumple con sus obligaciones tributarias, sino que de aquel que evade ilegalmente dichas obligaciones o utiliza resquicios legales para eludir su pago.

La evasión se apoya en la existencia de resquicios en la legislación tributaria, en limitaciones en las competencias de los organismos fiscalizadores, en restricciones a su capacidad operativa y en la falta de personal fiscalizador en número suficiente en el Servicio de Impuestos Internos. 

En distintos momentos de los pasados 10 años, el Ejecutivo ha propuesto al Congreso medidas destinadas a controlar la evasión o elusión, pero lo ha hecho de manera fraccionada o aislada. 

El proyecto que ahora se presenta constituye el mayor y más completo esfuerzo gubernamental de los últimos años para enfrentar globalmente, en forma consistente y sistemática, las causas de la evasión tributaria en el país, de manera de reducirla drásticamente. De este modo, otorga nuevas facultades legales a los organismos encargados de la fiscalización, recaudación y cobranza de los impuestos; les otorga los medios humanos y materiales para ejercerlas; eleva su eficiencia y coordinación, y elimina un número importante de resquicios que originan elusión tributaria. Asimismo, el proyecto también integra un conjunto de medidas destinadas a proporcionar una mayor equidad al sistema, y modernizar y mejorar la calidad de la atención al contribuyente.

III.
EL PROYECTO DE LEY.

1.
Aspectos centrales del proyecto.

El proyecto contempla tres objetivos fundamentales: 

a)
Fortalecer la capacidad de fiscalización y cobranza de los impuestos por parte de los organismos que integran la administración tributaria; 

b)
Introducir modificaciones en la legislación destinada a cerrar fuentes de evasión y elusión, y 

c)
Modernizar y fomentar una mayor eficiencia en los organismos de la administración tributaria.

En lo medular, el Servicio de Impuestos Internos dispondrá, con las nuevas normas, de las facultades y recursos necesarios para incrementar y perfeccionar su acción fiscalizadora, incrementando su dotación de funcionarios en 539 personas, entre las diversas plantas de especialidad. Los nuevos recursos y competencias se aplicarán estructuradamente en la forma de diversos planes de fiscalización. Estos son: 

-
Auditorías tributarias a medianas y grandes empresas; 

-
Aumento de la prevención y presencia fiscalizadora; 

-
Profundización del alcance y efecto de las llamadas operaciones renta e IVA; 

-
Investigación de delitos tributarios y de la falsificación de facturas;

-
Control de cambio del sujeto del IVA.

Por su parte, el Servicio de Tesorerías tendrá mayores atribuciones para el fortalecimiento y agilización de la cobranza administrativa y judicial, que le compete. Cabe destacar que este servicio diseñará y pondrá en práctica un Plan de Fortalecimiento de la Cobranza, para lo cual efectuará una redistribución de su personal, trasladando a lo menos a 80 funcionarios hacia esa función. Dicha reasignación de personal irá acompañada del adecuado entrenamiento y dotación de medios operativos, lo que se irá reflejando en los futuros presupuestos del servicio. En la medida que este plan tenga el avance esperado y que la Tesorería vaya consolidando un mayor énfasis en la cobranza, se la reconocerá el carácter de institución fiscalizadora.

A su vez, el Servicio Nacional de Aduanas podrá perfeccionar el control y eficiencia en ciertas materias de su competencia, como en el caso de situaciones que se presentan en el uso de los regímenes suspensivos arancelarios, especialmente respecto de los almacenes particulares de importación; podrá adoptar el Acuerdo de Valoración de la OMC, para enfrentar el serio problema de la subvalorización de los precios en algunos sectores, y hacer operativo y expedito un trámite previo a la acción jurisdiccional para mejorar la recaudación asociada a las sanciones por delitos aduaneros.

Finalmente, el proyecto incorpora también algunas disposiciones que inciden en el cumplimiento voluntario y la equidad del sistema, como la de permitir que se reclame en un mayor plazo la devolución de los impuestos pagados indebidamente, considerar la posibilidad de que los denuncios por algunas infracciones tributarias menores y eventuales puedan ser anuladas por el Servicio de Impuestos Internos; reajustar las devoluciones que se asimilan a impuestos; eximir del impuesto a las ganancias de capital a los fondos de inversión institucionales extranjeros; postergar la vigencia del reavalúo, etc.

2.
Recursos generados por el proyecto.

La campaña contra la evasión de impuestos es una pieza fundamental en el programa de crecimiento con equidad del actual gobierno. El costo anual de dicho programa ha sido estimado en 8.200 millones de dólares de gasto anual al año 2006. De éstos, alrededor de 2.500 millones de dólares corresponden a nuevos programas e iniciativas prioritarios para la actual administración. La campaña contra la evasión de impuestos financiará cerca de un 40% de estas necesidades, en tanto que otro 40% se financiará con reasignación de recursos inerciales. El 20% restante corresponde a la recuperación prevista en los ingresos del cobre. Los mayores ingresos fiscales provenientes de la reducción en la evasión de impuestos proveerán recursos imprescindibles para el financiamiento de iniciativas de alto impacto sobre las condiciones de vida de los más pobres y el desarrollo económico del país. 

Entre las iniciativas que podrán obtener financiamiento gracias a este esfuerzo, se pueden mencionar las siguientes :

a)
Aumentar en 120.000 nuevas plazas en la Educación Preescolar, en los sectores más pobres.

b)
Financiar 136.000 plazas adicionales en la enseñanza media, como producto de una menor deserción de alumnos de escasos recursos.

c)
Duplicar los recursos fiscales destinados a la cultura, la ciencia y la tecnología.

d)
Proveer a la población beneficiaria de los servicios de salud primaria de atenciones no urgentes en 48 horas, fortaleciendo los planes y programas de los consultorios municipales.

e)
Atender en programa de alimentación a 187.000 adultos mayores de 65 años y duplicar la cobertura de prestaciones complejas.

f)
Erradicar definitivamente 223 campamentos, beneficiando a cerca de 25.000 familias de escasos recursos.

g)
Fortalecer los planes de seguridad ciudadana, aumentando la presencia policial en acciones directas, a través del incremento en 1.200 plazas de la dotación de Carabineros y redestinando personal de Investigaciones.

h)
Ampliar la capacidad del sistema carcelario, con participación del sector privado, iniciando la construcción de cinco nuevas unidades penales, con condiciones de alta seguridad, en distintas ciudades del país.

i)
Desarrollar un vasto programa de integración y promoción de las comunidades indígenas, por un monto de 80 millones de dólares, además de extender el programa de adquisición de tierras.

j)
Fortalecer la competitividad del país, especialmente en lo que respecta a informática, producción limpia y biotecnología, focalizada principalmente en las Pequeñas y Medianas Empresas, a través de un programa cofinanciado por el BID.

k)
Modernizar los sistemas de transporte público estatales, mejorando la calidad de vida y del medio ambiente, especialmente en el Metro de Santiago, la Empresa de Ferrocarriles del Estado y MERVAL.

l)
Iniciar un programa de construcción de colectores de aguas lluvias en las grandes ciudades.

A través de la campaña contra la evasión de impuestos, mi Gobierno lleva a la práctica su compromiso de justicia y equidad, haciendo cumplir con la ley a unos pocos evasores para beneficio de la gran mayoría del país, especialmente de los mas pobres.

IV.
JURISDICCIÓN TRIBUTARIA.

Una materia que no corresponde a las ideas matrices de esta iniciativa, pero que interesa seriamente al Gobierno, es la que se refiere a la organización y atribuciones de los tribunales encargados de conocer las causas tributarias. Es un tema de la mayor envergadura y complejidad, porque involucra el análisis y estudio de la estructura, especialización, eficiencia, acceso y oportunidad de la justicia tributaria.

En la actualidad, la facultad jurisdiccional en primera instancia corresponde a los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos. Por la vía de la delegación de facultades, se ha radicado en los Jefes de los Departamentos Jurídicos. Ello ha permitido conformar tribunales tributarios dotados de personal técnico, contar con mejores fallos y con una reducción del tiempo de duración de los procesos.

Por su parte, son las Cortes de Apelaciones las que conocen de los recursos de apelación que se interponen en contra de las sentencias que fallan los reclamos. Corresponde, Finalmente, a la Corte Suprema conocer de los recursos de casación en la forma y en el fondo deducidos en contra de las sentencias de segunda instancia dictadas por las Cortes antedichas.

El sistema reseñado ha resultado, en general, eficiente. Así, en los reclamos de liquidaciones, en el curso del año 1999, los tribunales tributarios, en un 58% de los casos, han aceptado parcial o totalmente la posición del contribuyente. En cuanto a los reclamos de denuncios, le han dado lugar al 24% de ellos.

De los reclamos de liquidaciones y denuncios en que el tribunal tributario no ha dado lugar al reclamo del contribuyente, aproximadamente el 10% han sido apelados ante las Cortes de Apelaciones. De estos casos, la Corte ha fallado parcial o totalmente a favor del contribuyente en un 53% de los casos de denuncios y 26% de los casos de liquidaciones.

El sistema ha originado diversas ventajas en la primera instancia. Desde luego, nos encontramos en presencia de un tribunal de derecho, que debe ceñirse estrictamente a la ley en sus procedimientos y resoluciones y que es servido por un juez letrado, respaldado por conocimientos especiales y relevantes de aspectos jurídico-tributarios y contables. Se entrega, además, una justicia de acceso gratuito, pues para reclamar no se requiere patrocinio de abogado, pudiendo comparecer y actuar el contribuyente personalmente.

No obstante lo anterior, un adecuado sistema de justicia tributaria requiere de instancias de revisión que garanticen plenamente los derechos del contribuyente. En la actualidad, las Cortes de Apelaciones cuentan con algunas limitaciones importantes para ejercer ese rol, por verse obligadas a resolver sobre materias de alta complejidad, sin contar con una especialización y un respaldo técnico adecuado.

Mi Gobierno se propone enfrentar esta situación, estableciendo una instancia independiente del Servicio de Impuestos Internos que pueda resolver de manera expedita y con el adecuado respaldo técnico, las apelaciones de las resoluciones administrativas y de los fallos de primera instancia de los jueces tributarios. Para este efecto, es fundamental que dicha instancia cuente con un adecuado nivel de especialización y que las apelaciones sean resueltas a través de un procedimiento expedito.

Para hacer efectivo este objetivo y asegurar de un mejor modo los derechos de los contribuyentes, mi Gobierno propiciará, en un plazo no superior a seis meses, una iniciativa legal que perfeccione la justicia tributaria.

V.
ASPECTOS ESPECIFICOS DEL CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY.

1.
Modificaciones al Código Tributario (Artículo 1°).

El proyecto introduce las siguientes modificaciones al Código Tributario:

a)
Se faculta al Servicio de Impuestos Internos para comunicar e informar a los contribuyentes, hasta el inicio de la cobranza, administrativa y judicial, que practicará la Tesorería, su estado de cumplimiento tributario. Iniciada la cobranza, le corresponderá actuar al organismo recaudador. En todo caso, no se modifica la responsabilidad que le asigna el decreto ley 1.263, en su artículo 35° a la Tesorería para efectuar la cobranza administrativa y judicial de impuestos en mora.

b)
Se faculta al Servicio de Impuestos Internos para disponer que los informes y declaraciones de los contribuyentes se efectúen por medios tecnológicos, respecto de aquellos que cuenten con dichos medios para hacerlo.

Asimismo, se faculta al Servicio de Impuestos Internos para encomendar a privados el procesamiento de giros de impuestos, tal como se permite actualmente respecto de las declaraciones.

c)
Se limita el uso de la información tributaria que proporcione el Servicio de Impuestos Internos, a los fines propios de la institución que la solicita, a fin de extender el secreto tributario de la información que recibe.

d)
Se faculta al Director del Servicio de Impuestos Internos para ampliar el plazo de presentación de declaraciones que se efectúen por sistemas tecnológicos y no impliquen pago de impuestos. Esta norma permitirá un procesamiento más eficiente de las declaraciones y, en ningún caso, se alterara el derecho oportuno a devolución que tenga el contribuyente, como tampoco podrá implicar un atraso en la entrega de la información a Tesorería.

e)
Se establece que el Servicio, en forma exclusiva, podrá efectuar y procesar los giros de impuestos así como modificarlos, dejarlos sin efecto y otorgar copias. Desde el inicio de la fase de cobranza que corresponde a Tesorería, podrá ésta también emitir duplicados o copias de los giros de impuestos, en cumplimiento de sus funciones propias.

f)
Sin perjuicio de los medios de pago que autoriza Tesorería, se precisa que le corresponderá al Director del Servicio de Impuestos Internos autorizar los sistemas tecnológicos que se utilicen para llegar a concretar el pago de los impuestos de competencia de dicho Servicio. Este procedimiento podrá ser obligatorio para quienes cuenten con los medios tecnológicos para hacerlo y tengan cuenta corriente bancaria.

g)
Se establece que el Servicio de Impuestos Internos determinará los recargos legales de los impuestos. Desde el inicio de la cobranza por Tesorería, podrá también este organismo ejercer dicha facultad, sin perjuicio que podrá hacerlo siempre en el caso de las compensaciones, ya que son de su competencia.

Asimismo, le corresponderá al Servicio de Impuestos Internos emitir los giros por las diferencias de impuestos y recargos que se produzcan entre lo pagado y lo efectivamente adeudado por los contribuyentes, cuando estos hayan efectuado por si mismos la determinación de los recargos a efecto de pagarlos conjuntamente con el impuesto.

Consecuente con lo anterior, será el Director Regional del Servicio de Impuestos Internos, y no Tesorería como es actualmente, el que podrá enmendar los errores propios que se detecten en estos giros.

h)
Se establece que no procederán reajustes ni intereses penales en el caso de mora en el pago de impuestos cuando el atraso se ha debido a causa imputable al Servicio de Impuestos Internos. Se excluye a Tesorería por cuanto ella no emitirá ni procesará los giros de impuestos que controla el primero.

i)
Se precisa que es el Servicio de Impuestos Internos el que debe ordenar devolver o imputar impuestos o cantidades que se asimilan a ellos. Por otra parte, se establece la reajustabilidad de las devoluciones de sumas que se asimilen a impuestos, ingresadas erradamente en arcas fiscales.

Como una forma de hacer más expeditas las restituciones que generalmente son masivas, se faculta a Tesorería para devolver de oficio las contribuciones de bienes raíces pagadas doblemente por el contribuyente.

j)
Se faculta al Servicio de Impuestos Internos para liquidar los reajustes e intereses que deba pagar o imputar el Fisco, a la fecha de efectuar la devolución o imputación. Se mantiene la misma atribución que en forma similar tiene actualmente la Tesorería, para evitar que una devolución presentada a ésta después del plazo calculado con reajuste e intereses por el primero, signifique un nuevo trámite para el contribuyente.

k)
Se establece que Tesorería deberá informar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos los antecedentes que éste requiera para cumplir su función fiscalizadora y de información al contribuyente.

También se establece que los Bancos y otras instituciones autorizadas, para recibir declaraciones de impuestos, deberán remitir al Servicio de Impuestos Internos cualquier formulario de declaración y pago de impuestos que reciban. No obstante, con el objeto de no innovar el procedimiento actual del procesamiento de los formularios que contienen el pago del Impuesto Territorial, éstos se enviarán directamente a Tesorería.

l)
Se establece que los Bancos e Instituciones Financieras deberán entregar al Servicio de Impuestos Internos los datos relativos a operaciones de crédito y las garantías para su otorgamiento, a fin de hacer posible una mejor verificación del origen de las inversiones y de los pasivos de los contribuyentes, lo que además permitirá citar solo a los contribuyentes que no justifiquen con estos créditos sus inversiones.

Se indica en forma expresa que esta materia estará resguardada por el secreto y no se podrá revelar, salvo a determinadas personas que se indican en forma expresa.

m)
Se introducen los siguientes cambios en materia de infracciones y delitos:



i)
Se sanciona como delito la confección, venta, facilitación o tenencia, maliciosa y a sabiendas, de documentación tributaria falsa, con el objeto de cometer o posibilitar la comisión de otros delitos tributarios. 



ii)
Se aumentan hasta un 20% y 60% las multas por el no pago de impuestos de retención o recargo, si es detectado en fiscalización. Este aumento no afectará a quienes declaren voluntariamente este tipo de impuesto, para quienes las multas seguirán siendo de 10% y 30%, respectivamente.



iii)
Se sanciona como infracción administrativa la no comparecencia del contribuyente a un requerimiento del Servicio de Impuestos Internos. La sanción se aplica en relación al perjuicio fiscal comprometido, y sólo procederá después de 20 días de la notificación.



iv)
Se sanciona como delito la utilización ilegal, maliciosa y a sabiendas, de los cuños verdaderos u otros medios de autorización de timbraje de documentos del Servicio de Impuestos Internos.



v)
Se sanciona como delito el proporcionar, maliciosamente y a sabiendas, al Servicio de Impuestos Internos información falsa en los procedimientos de inicio de actividades o en otras declaraciones con el objeto de obtener autorización de documentación tributaria.

n)
Se faculta a los Directores Regionales para anular denuncias notificadas por infracciones que no constituyan amenaza al interés fiscal u omitir los giros de las multas que se apliquen en los mismos casos, de acuerdo a normas generales que fije el Director Nacional.

ñ)
Se hacen aplicables las normas de prescripción de la acción penal y de las penas del Código Penal en los casos en que el Director del Servicio de Impuestos Internos resuelva no deducir querella o denunciar y perseguir sólo la imposición de las multas administrativamente. 

o)
Se amplía de uno a tres años el plazo para solicitar la devolución de pagos indebidos o en exceso y las restituciones de impuestos que ordenen leyes de fomento o de franquicias tributarias.

p)
Se establece que la suspensión total o parcial del cobro judicial de impuestos, procederá en el caso que se haya trabado embargo en bienes suficientes del deudor o se han constituido garantías suficientes a juicio del juez respectivo.

q)
Se establece que ciertas resoluciones dictadas en los juicios por delito tributario deberán notificarse por cédula al apoderado del Servicio de Impuestos Internos.

r)
Se fijan los procedimientos de reclamos de las nuevas infracciones y sanciones que se incorporan. Al mismo tiempo, precisa que las multas tributarias serán determinadas por el Servicio de Impuestos Internos.

s)
Se establece que la cobranza administrativa y judicial que corresponde efectuar a Tesorería se iniciará una vez que el Servicio de Impuestos Internos comunique, dentro del plazo de 90 días, que el contribuyente no ha pagado en forma voluntaria sus impuestos.

t)
Se faculta al Tesorero General para excluir del procedimiento ejecutivo de cobro a las deudas menores que no excedan de un 50% de 1 UTM, sin alterar el plazo de prescripción.

u)
Se establece para Tesorería, la posibilidad de notificar en las áreas urbanas por carta certificada las resoluciones dictadas en el juicio de cobranza, incluso el hecho de encontrarse en mora y el requerimiento de pago, cuando así lo determine el juez sustanciador, atendidas las circunstancias del caso.

v)
Se establece que en la etapa administrativa de la cobranza de impuestos no procede el abandono del procedimiento.

w)
Se establece que Tesorería no podrá otorgar facilidades de pago a contribuyentes que se encuentren en situaciones específicas de incumplimiento tributario, los que constarán en una nómina que el Servicio de Impuestos Internos le informará para estos efectos. Tampoco podrán otorgarse estos beneficios a los contribuyentes que se encuentren denunciados, querellados o estén sancionados por delitos tributarios, hasta el cumplimiento de la pena.

Finalmente, se establecen otras tres materias:

a)
La Tesorería no podrá celebrar convenios de pago tratándose de impuestos de retención o recargo. Esta modificación regirá desde el 1° de enero del año 2002.

b)
Por otra parte, se faculta al Tesorero General de la República para condonar los intereses y sanciones por la mora en el pago de impuestos sujetos a cobranza administrativa y judicial, mediante la aplicación de normas iguales a las que fije el Director del Servicio de Impuestos Internos.

c)
Por último, la celebración de un convenio de pago suspenderá el procedimiento de apremio sólo si se ha practicado embargo sobre bienes suficientes del deudor o se hayan constituido garantías suficientes, y que la suspensión regirá mientras cumpla cabalmente el convenio suscrito.

2.
Modificaciones a la Ley sobre Impuesto a la Renta (Artículo 2°).

El proyecto establece las siguientes modificaciones a la Ley sobre Impuesto a la Renta:

a)
En la actualidad está gravada la enajenación de acciones de pago de sociedades anónimas abiertas. El proyecto propone extender dicho gravamen a la enajenación de acciones de pago de sociedades anónimas cerradas, adquiridas también mediante un retiro para reinvertirlo en ellas, estableciendo igualmente que constituye un retiro tributable equivalente al monto de la adquisición de las acciones, quedando sujeto el exceso a las normas generales de la ley de la renta. La disposición vigente se aprobó con el objeto de precaver la elusión de impuestos, situación que también ocurre respecto de las sociedades anónimas cerradas.

b)
Se establece como presunción de derecho la habitualidad en la subdivisión de terrenos rurales, al igual como es ahora en el caso de los predios urbanos, cuando la enajenación se produce dentro de los cuatro años siguientes a la adquisición del terreno. Como en el caso anterior, no se justifica la razón de este tratamiento tributario diferente.

c)
Se exime del impuesto a la renta el mayor valor que obtengan los Fondos de Inversión Institucionales, constituidos en el extranjero, en la enajenación de acciones de sociedades anónimas abiertas con presencia bursátil, siempre que se cumplan ciertos requisitos que tienen por objeto evitar la elusión de impuestos.

d)
Se incluyen dentro de las sociedades que se consideran relacionadas con el contribuyente agricultor, a las anónimas abiertas agrícolas. No existe alguna razón que justifique su actual exclusión, dado que las normas de relacionamiento que contempla la ley, son similares a las que rigen para otros casos.

Asimismo, se elimina en forma permanente el crédito por contribuciones de bienes raíces, en contra del Impuesto de Primera Categoría de la Ley de la Renta, que actualmente se encuentra suspendido hasta el año tributario 2002. Esta medida no afecta a los agricultores y en general a quienes explotan bienes raíces.

e)
Se introducen modificaciones al artículo 31, en el siguiente sentido:



i)
En primer lugar, se propone rechazar las deducción como gasto de aquellos intereses pagados o adeudados a una sociedad relacionada, cuando la empresa deudora tenga una relación patrimonial deuda-capital superior a lo que razonablemente se acepta en términos generales para los distintos sectores económicos. Se excluyen de esta norma a los Bancos, Compañías de Seguros y Empresas de Leasing, debido a que por la naturaleza de estos negocios su operación se realiza con altos niveles de endeudamiento.



ii)
Enseguida, se limita la deducción de las pérdidas de las utilidades en las reorganizaciones empresariales que se efectúen sólo con fines tributarios, para eludir el pago de impuestos, señalándose las situaciones en que ello se produce, especialmente cuando se efectúen cambios en la propiedad y el giro de la empresa.



iii)
Además, se modifica el número 5.- del artículo 31 de la Ley de la Renta, por la cual, no obstante la aplicación del régimen de depreciación acelerada, para los efectos de la aplicación de los impuestos Global Complementario o Adicional, se considerará como gasto la depreciación normal. La diferencia que resulte entre ambas depreciaciones en el ejercicio respectivo, sólo podrá deducirse como gasto para los efectos del impuesto de primera categoría, ya que esta franquicia, por su naturaleza, solo debe favorecer la reposición de los bienes en la empresa y no beneficiar a sus propietarios.



iv)
Se establece que para los efectos de limitar la deducción como gasto de los pagos que se efectúen al exterior por concepto de marcas, patentes, fórmulas, asesorías y otras prestaciones similares, en los casos de países que gravan al beneficiario de la renta con tasa igual o superior a 30%, el Servicio de Impuestos Internos, a petición de parte, verificará los que se encuentran en esa situación. Con este cambio, se agiliza este procedimiento pues, actualmente, tiene que emitirse un decreto supremo de Hacienda.

f)
Se limita el régimen de renta presunta en la actividad minera, con excepción de los pequeños mineros artesanales. Esta norma afectará a los contribuyentes medianos, cuyo límite actual de ventas anuales es de 6.000 UTA, el que se considera excesivo, según estadísticas con que cuenta el Servicio de Impuestos Internos; por ello, dicho límite se rebaja a 2.000 UTA.

También se incluyen dentro de las sociedades relacionadas con el contribuyente, a las anónimas abiertas, por las mismas razones explicadas.

g)
Se limita el régimen de renta presunta en el transporte de pasajeros a los casos en que el valor total de los vehículos, sea igual o inferior a 12.000 UTM, considerando que las personas que tengan este monto de patrimonio, puedan llevar contabilidad sin mayores problemas.

También se incluyen dentro de las sociedades relacionadas con el contribuyente, a las anónimas abiertas, por las mismas razones explicadas.

h)
Se suprime el inciso final del artículo 47°, que permite una reliquidación mensual del impuesto único al trabajo, cuando se hayan obtenido rentas de más de un empleador, por no tener utilización práctica y, además, por ser más justa la reliquidación anual que se mantiene vigente.

i)
Para la aplicación del Impuesto Adicional respecto de intereses de créditos otorgados por financieras extranjeras y remuneraciones de ciertos servicios, se sustituye la autorización del Banco Central de Chile por las exigencias de que se encuentren autorizadas las instituciones y las operaciones por la legislación cambiaria vigente y se informe al Servicio de Impuestos Internos. Se introducen definiciones de "institución financiera extranjera" e "institución financiera internacional". La primera definición exige que la institución prestamista tenga por objeto principal captar y otorgar préstamos o financiamiento en forma pública, y además, que no esté relacionada con la empresa prestataria constituida en Chile, en los términos establecidos en el artículo 100 de la ley N° 18.045. En cuanto a las instituciones financieras internacionales, se mantiene la definición actual del Banco Central de Chile.

Luego, se cambia la autorización del Banco Central de Chile, para que rijan excenciones o regímenes tributarios especiales, por la declaración de los antecedentes al Servicio de Impuestos Internos y que las operaciones respectivas estén autorizadas por la legislación cambiaria vigente.

j)
Se faculta a Tesorería para efectuar la devolución de remanentes de impuestos anuales a la renta mediante depósitos en cuenta corriente o de ahorro a la vista bancarias del contribuyente, y sólo en caso de no tenerlas, procederá mediante cheque nominativo enviado por correos.

k)
Se agrega una norma, concordada con el Banco Central de Chile, para que esta institución informe al Servicio de Impuestos Internos, los intereses y otras rentas que pague por operaciones de captación u otras de igual naturaleza que efectúe.

3.
Modificaciones a los Decretos Leyes N° 2.564 y 3.059, ambos del año 1979 (Artículos 3° y 4°).

Se elimina la exigencia de dictar un decreto supremo para la aplicación de la exención de impuesto adicional en el caso de las empresas aéreas y se establece la obligación de informar al Servicio, la que regirá además respecto de las empresas navieras y de astilleros.

4.
Modificaciones a la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios (Artículo 5°).

El proyecto introduce las siguientes modificaciones a la ley del IVA:

a)
Se grava la venta de bienes del activo fijo de las empresas que han dado derecho a crédito, sin consideración del plazo transcurrido entre la adquisición y la venta, que actualmente es inferior a doce meses. Se estima de justicia que los bienes que no son del activo realizable y que han dado derecho a crédito, al igual que éstos, tengan el mismo tratamiento del IVA. Además, se termina con una forma de eludir el impuesto al traspasar el bien exento a terceros.

b)
Se establece la improcedencia de crédito fiscal por impuestos recargados en facturas perdidas u otorgadas por contribuyentes que presentan determinado incumplimiento tributario, en situaciones indicadas expresamente y que se mantendrán en un registro. Se sanciona el uso de dicho crédito como infracción administrativa. Se define lo que se entiende por "facturas perdidas". Asimismo, se contempla la posibilidad de que el comprador otorgue una factura de compra con retención del impuesto al contratar con los contribuyentes referidos, para evitar que se afecte con la conducta irregular del vendedor que le podría hacer perder el derecho a crédito.

c)
Se permite que el contribuyente que tenga remanentes de crédito fiscal, provenientes de activos fijos, por más de seis meses consecutivos, pida la devolución o imputación de éstos, sin que exista un plazo para que genere los débitos suficientes para compensar el anticipo que obtuvo de los créditos fiscales. Por esta razón, se propone la obligación del reintegro de los remanentes de crédito fiscal por compras de activo fijo, en el caso que el contribuyente no declare débitos de monto igual o superior a la devolución o imputación de los créditos en el plazo de 36 meses, prorrogable en ciertos casos, que se consideran justificados, como en el caso de explotaciones de largo desarrollo.

d)
Se establece que las solicitudes de reintegro del IVA de los exportadores deben presentarse ante el Servicio de Impuestos Internos, debido a que en la práctica es este el que actualmente autoriza la devolución, por lo que se suprimirá un trámite previo en Tesorería, que es innecesario.

e)
Se rebaja el impuesto adicional que afecta a ciertos productos considerados menos prescindibles, como son los artículos de oro, de 50% a 30%. Se considera que el nivel de este gravamen, incentiva la evasión de este impuesto y el IVA dada la naturaleza de las especies de que se trata. Esta rebaja se hizo en concordancia con el alza de algunas multas que se proponen en el proyecto.

5.
Derogación de la Ley N° 18.320 (Artículo 6°).

Por otra parte, el proyecto deroga la Ley N°18.320, por cuanto en ella se contempla un plazo de dos años para que el Servicio de Impuestos Internos pueda revisar a los contribuyentes del IVA, en circunstancias que el plazo general para revisar otros impuestos, es de tres años, según el Código Tributario. En todo caso, esta derogación regirá desde el 1° de enero del año 2002.

6.
Modificaciones a la Ley 17.235, sobre Impuesto Territorial (Artículo 7°).

En esta materia, el proyecto mantiene la información que el Servicio debe entregar a las Municipalidades y se precisa la obligación de remitir a Tesorería la información necesaria para el cumplimiento de sus fines propios. 

7.
Modificaciones al Código Civil (Artículo 8°).

Con relación a la prelación de créditos, el proyecto incorpora como crédito de primera clase, los del fisco por impuestos, derechos, tasas y demás gravámenes.

8.
Modificaciones al D.F.L. N° 1, del Ministerio de Hacienda, de 1994, Orgánico del Servicio de Tesorerías, (Artículo 9°).

Respecto de este cuerpo legal, el proyecto propone lo siguiente:

a)
Faculta a Tesorería para efectuar el pago de las obligaciones fiscales y de entidades del Sector Público, mediante transferencia electrónica de fondos a cuentas bancarias del acreedor.

b)
Hace aplicable a los créditos fiscales menores, la facultad del Tesorero para excluirlos del procedimiento ejecutivo de cobro, sin alterar la prescripción, en la misma forma que se propone en el artículo 169 del Código Tributario para las deudas de impuestos.

c)
Establece que en el caso de compensación de deudas de los contribuyentes con créditos fiscales, Tesorería efectuará la liquidación conforme a las reglas generales sobre reajustes e intereses moratorios.

9.
Modificaciones al Artículo 15 de la Ley N° 18.657 (Artículo 10°).

En esta ley, se autoriza la creación de Fondos de Inversión de Capital Extranjero.

Como se exime del Impuesto a la Renta el mayor valor que obtengan los Fondos de Inversión Institucionales constituidos en el extranjero, en la enajenación de acciones de sociedades anónimas con presencia bursátil, se considera que debe darse igual liberación a los Fondos de Inversión creados por la citada ley, por tener características similares.

10.
Modificaciones a la Ley N° 19.575 (Artículo 11°).

Mediante esta modificación, se propone postergar la vigencia del reavalúo agrícola desde el 1° de enero del año 2001 al 1° de enero del año 2002. Ello se fundamenta en que el proceso de reactivación económica todavía no se encuentra lo suficientemente consolidado, a lo que adicionalmente se suma el factor climático.

Asimismo, en el proyecto se solicita reponer la misma facultad otorgada al Presidente de la República por la ley N° 19.629, con el objeto de morigerar el impacto de este proceso, atendiendo a que el reavalúo de los bienes raíces agrícolas no se practica desde el año 1980. La facultad para fijar la tasa y el monto exento de pago de contribuciones previene que el giro total del impuesto a nivel nacional, una vez aplicado el reavalúo, aumente como máximo en un 10%, respecto del monto total girado a nivel nacional antes de aplicar este proceso.

11.
Modificaciones a la Ordenanza de Aduanas (Artículo 12°).

Los cambios que el proyecto propone a la Ordenanza de Aduanas, son los siguientes:

a)
El Servicio Nacional de Aduanas podrá exigir al declarante que proporcione documentos o pruebas que acrediten que el monto declarado por una importación representa efectivamente el valor de transacción de las mercancías.

Esta modificación busca proveer al Servicio Nacional de Aduanas de un mecanismo flexible y expedito para establecer, fuera de toda duda razonable, el verdadero valor de transacción de las mercancías que se pretenden importar. Estos mecanismos de control son aceptados por las normas del Acuerdo sobre Valoración Aduanera y reconocidos y aplicados por diversas administraciones en el resto del mundo.

b)
Se permite que Aduanas cuente con normas para conocer el estado del cumplimiento tributario del solicitante, para perfeccionar el control.

La aprobación de las normas referidas, posibilitará, por ejemplo, obtener una respuesta oportuna en el caso del pago diferido de los derechos aduaneros, mediante el cual un importador puede retirar de la aduana sus mercancías sin previo pago de los derechos de importación, lo cual constituye una excepción a la regla general.

La disposición relativa al artículo 93 apunta, precisamente, a negar este beneficio al importador que no ha dado cumplimiento al pago de derechos correspondientes a operaciones anteriores.

c)
Los cambios propuestos al artículo 108, se refieren fundamentalmente al interés que se aplica respecto de la habilitación de almacenes particulares para el depósito de mercancías.

Al efecto se establece lo siguiente:

i)
El interés se devengará a partir del primer día de vigencia de este régimen suspensivo, pues resulta lógico que, como la postergación de los derechos aduaneros es por todo el período, también se apliquen los intereses por igual período.

ii)
Se aumenta el monto del interés con el objeto de que su valor sea más representativo en términos reales, de manera que el incentivo al uso de este mecanismo no sea el bajo costo del crédito implícito como es en la actualidad.

iii)
Se modifica el período a considerar por este interés. Ello tiene por objeto evitar el problema que actualmente se produce cuando la cancelación del régimen de almacén particular se hace los primeros días del mes, en que aún no se tiene información del Banco Central de Chile. Se propone utilizar el interés del segundo mes anterior a la fecha de internación o vencimiento del plazo.

Se pretende que estos intereses se calculen sobre los derechos aduaneros y también sobre los impuestos de carácter interno que cause la respectiva importación. Se estima de justicia que dichos intereses se calculen sobre el monto total de tributos postergados.

d)
Se propone que las sumas obtenidas por el producto de la subasta de las mercancías incautadas, deducidos los derechos aduaneros, ingresen a rentas generales de la Nación y, en caso de sentencia absolutoria o sobreseimiento definitivo, el saldo se devuelva al propietario. El fundamento de esta propuesta es agilizar los procedimientos al eliminarse el engorroso sistema actual de la apertura de libretas de ahorro.

e)
Se agrega un nuevo concepto de delito de fraude aduanero que sigue la estructura del fraude fiscal, consagrada en el artículo 239 del Código Penal. Ello busca que tenga mayor acogida jurisprudencial, evitando los defectos actuales. El tipo penal tiene por objeto castigar conductas que se cometen con ocasión de una operación aduanera, pero encaminadas a obtener cualquier beneficio tributario, ya sea en el orden externo o interno, en detrimento del patrimonio del Fisco.

f)
Se incorpora una nueva conducta infraccional, para sancionar a todos aquellos usuarios del sistema de almacén particular que, sin incurrir en actos delictivos, se benefician con un régimen preferencial de pago de gravámenes y, sin embargo, como contrapartida, dificultan la fiscalización que le corresponde al Servicio de Aduanas.

g)
Se incorpora la figura del autodenuncio, con el carácter de atenuante general en materia infraccional, con el objeto de dar existencia legal a una situación de hecho, y se establece el beneficio para el particular.

h)
Se introducen varias modificaciones al artículo 176.

En el inciso 1°, se eleva el mínimo de la sanción de "una" a "tres" veces el valor de la mercancía para los responsables de los delitos de fraude y contrabando, con el objeto de estimular a los inculpados para solicitar el beneficio de la renuncia de la acción penal o la celebración de acuerdos pecuniarios reparatorios en los cuales se aplica un monto equivalente a "una" o "dos" veces dicho valor, dependiendo de la oportunidad en que ejerzan dichos beneficios.

Además, con la modificación al inciso 2°, se otorga libertad para hacer aplicación de las circunstancias atenuantes y agravantes sin restringir facultades para recorrer la escala de sanción. Lo omitido del texto actual respecto de la reincidencia se encuentra mal redactado y ha tenido una peor comprensión, lo que no tiene justificación existiendo normas generales.

La modificación propuesta para el inciso final, persigue incorporar nuevas circunstancias atenuantes y agravantes y mejorar la redacción actual de la atenuante consistente en el pago de los respectivos derechos y gravámenecesarios, de suerte de disminuir los problemas de interpretación.

Se propone un inciso final nuevo, considerando el caso en que las mercancías objeto del delito ya han sido consumidas, enajenadas o no son posibles de ubicar, con lo que el denunciado se ve favorecido al no poder aplicársele la pena de comiso, estableciéndose que dicha situación pasa a ser considerada como un agravante de la infracción.

i)
El proyecto busca la solución de un problema que se arrastra desde los orígenes de la Ordenanza de Aduanas, en cuanto a que las presunciones son verdaderos tipos penales, no obstante que el legislador las había calificado como presunciones. Para obviar este dilema, se cambia el encabezado del artículo.

Asimismo, se propone agregar tres nuevas conductas sancionables, dos de ellas referidas a la venta y otras negociaciones de que son objeto las franquicias aduaneras, ya que, se hace necesario castigar penalmente a aquellos beneficiarios de una franquicia -que cumpliendo los requisitos específicos para ser acreedores de un tratamiento arancelario- venden su derecho a terceros, y a quienes lo compran distorsionando en definitiva el sentido personal de la franquicia y otras veces además, burlando la prohibición de importar al país un vehículo usado, beneficio exclusivo del acreedor de la franquicia.

La tercera modificación persigue sancionar específicamente la adulteración de los registros informáticos mediante los cuales actualmente se realizan mayoritariamente las declaraciones y operaciones aduaneras.

j)
La cuantía, como factor de determinación de la competencia absoluta de los tribunales aduaneros, está dada en razón del valor de las mercancías comprometidas en el asunto que se ventila en el tribunal competente, o las multas máximas señaladas en los tipos respectivos.

Desde el año 1984, tales cantidades, expresadas en UTM, no han experimentado ninguna actualización, concordante con el mayor volumen creciente de las importaciones, en circunstancias que hasta ese año esto se producía a lo menos una vez cada diez años.

Esto justifica la multiplicación de causas por infracciones reglamentarias, que han incrementado el número de ingresos en los tribunales aduaneros.

La mayor diversidad de productos y el avance tecnológico, ha hecho que la demanda en el comercio exterior chileno sea cada vez de mayor exigencia científica y tecnológica, consecuencialmente las mercancías que se internan por las Aduanas son mayores volúmenes y de más valor, lo que produce un factor multiplicador en la generación de infracciones aduaneras y la elevación de los montos de las mismas.

En consecuencia, se elevan las cuantías de competencia de los Administradores de Aduana en materias civiles o infraccionales, de manera de subsanar el problema reseñado y con ello favorecer el debido proceso para los usuarios de regiones. Respecto de ellos, en la actualidad, no obstante tener domicilios a lo largo del país, sus causas deben ser conocidas por el Juez Nacional con sede en Valparaíso, en razón exclusiva de la cuantía de las mismas.

k)
Se pretende subsanar una omisión legal, al no contemplarse expresamente en la disposición el territorio correspondiente dentro del cual cada tribunal aduanero ejercerá su jurisdicción, incorporándose las zonas primarias que son inherentes al ejercicio de la potestad de la autoridad aduanera.

l)
Se modifica el artículo 198 no con el objeto de alterar sustancialmente el procedimiento ya existente, sino sólo crear la posibilidad de salidas alternativas rápidas que permitan al infractor allanarse a la denuncia y así evitar la tramitación de un juicio.

En este artículo se introducen dos incisos nuevos destinados a considerar dentro de la audiencia de contestación y prueba, la posibilidad de que el denunciado se allane a la denuncia y pague en ese acto o dentro de tercero día, una multa atenuada, que se fijará prudencialmente por el Tribunal, en ese momento. De esta audiencia se levantará un Acta, la que hará las veces de sentencia si la multa es efectivamente pagada. Si dentro de tercero día no se pagare la multa, el Acta será dejada sin efecto y se fallará de inmediato la causa sin que la existencia del Acta haya inhabilitado al Administrador para resolver.

m)
Con la derogación del artículo 199 que el proyecto propone, se termina con el plazo para presentar alegaciones por escrito, dado que la oportunidad procesal para que la defensa presente sus alegaciones es en el comparendo.

También se propone derogar el artículo 202, dejándose en libertad al tribunal para suspender los comparendos decretados, atendidas las circunstancias invocadas en cada caso.

n)
Se introduce una modificación al artículo 211. Con ella se pretende ampliar la competencia de los Tribunales Aduaneros, mediante el aumento de la cuantía, actualmente fijada en 50 Unidades Tributarias Mensuales, a 500 Unidades Tributarias Mensuales, atendida la especialidad de las materias aduaneras, el volumen de causas y los resultados que se obtienen ante la Justicia Ordinaria.

o)
Se propone establecer, en un artículo nuevo, 213 bis, la facultad del Administrador para celebrar acuerdos pecuniarios con el denunciado, a través de los cuales éste repara el perjuicio causado con ocasión del hecho, pagando una multa.

En tales acuerdos, el Administrador, deberá considerar los antecedentes del denunciado y las circunstancias de cada caso en particular, tales como la reincidencia, y sujetarse a las instrucciones generales que debe impartir el Director Nacional de Aduanas.

El objetivo principal de estos acuerdos es dar una salida alternativa rápida y expedita a todos aquellos casos de inculpados que, reconociendo su falta, están llanos a reparar el perjuicio fiscal ocasionado con su conducta.

p)
Con la sustitución del inciso tercero del artículo 215, se pretende privilegiar el beneficio de la renuncia de la acción penal -como salida alternativa a la tramitación de una causa penal-, se propone morigerar los requisitos para acogerse a ésta, eliminándose restricciones para su aplicación.

12.
Modificación al Decreto de Hacienda N° 329, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas (Artículo 13).

En esta materia, el proyecto propone modificar el artículo décimo de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas, otorgando a sus abogados facultades. Su objetivo inmediato será facilitar el acceso a todos los antecedentes necesarios para fundamentar la defensa y aportar al proceso elementos que ayuden a la debida comprensión de materias aduaneras complejas, mejorando así la eficacia de la defensa del interés fiscal comprometido.

En relación al conocimiento del sumario y la correspondiente obtención de copias del proceso, se estima que con ello se facilitaría la labor fiscalizadora del Servicio de Aduanas al contar con antecedentes completos de los hechos investigados que permitan cooperar en la indagación de los delitos y aportar al juicio elementos esclarecedores de materias aduaneras.

En síntesis, las modificaciones propuestas pretenden facilitar el ejercicio de acciones concretas en contra de quienes hacen uso indebido de beneficios, en desmedro del interés fiscal.

13.
Personal del Servicio de Impuestos Internos (Artículo 14).

Respecto del Servicio de Impuestos Internos, el proyecto propone lo siguiente:

a)
Modificar las plantas del personal del Servicio de Impuestos Internos, creándose en forma gradual, hasta el año 2004, un total de 539 nuevos cargos.

b)
Se faculta al Presidente de la República para que, a través de decretos con fuerza de ley, traspase al Servicio de Impuestos Internos a funcionarios que se desempeñan en calidad de titulares en otros organismos y servicios públicos

Asimismo, se establecen diversas normas para regular la provisión de los nuevos cargos creados en el referido Servicio.

c)
Se incrementa el monto global que pueda destinarse al pago de la asignación de supervisión establecida en la ley N° 19.646, en proporción al aumento de los cargos que se crean en el Servicio de Impuestos Internos.

d)
Se perfeccionan las base y las fórmulas contenidas en el artículo 3° de la ley N° 19.646, por las que se determina una asignación que favorece al Servicio de Impuestos Internos a fin de posibilitar que el incremento de la recaudación constituya un incremento real.

e)
Se faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 180 días, contados desde la fecha de publicación de la ley, fije el texto refundido y actualizado de las Plantas de Personal del referido Servicio y los requisitos de ingreso y promoción.

14.
Servicio de Tesorerías (Artículo 21).

En relación al Servicio de Tesorería, el proyecto propone lo siguiente:

a)
Se fija por el año 2001 y el primer semestre del 2002, una asignación semestral de estímulo por cumplimiento de metas de recaudación de deuda morosa recuperada en cobranza, para el personal del Servicio de Tesorerías.

b)
Se faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde el 1° de julio del 2001, fije nuevas plantas y dotaciones de personal del Servicio de Tesorerías adecuándolas al régimen de las instituciones fiscalizadoras.

c)
Se faculta al Presidente de la República para que, a contar del 1° de enero del 2002, conceda una asignación de estímulo asociada a resultados de gestión, para el personal del Servicio de Tesorerías, en el caso que este Servicio sea incorporado al régimen de las instituciones fiscalizadoras.

15.
Se modifica la planta de personal de la Dirección de Presupuesto (Artículo 24).

Finalmente, el proyecto propone crear tres nuevos cargos en la planta de personal de la Dirección de Presupuestos.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente

P R O Y E C T O   D E   L E Y:
"ARTICULO 1°.-
Introdúcese las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el Artículo 1º del Decreto Ley Nº 830, de 1974:




a)
En el artículo 6°, letra B.-, agrégase el siguiente número 11°, nuevo:





"11º
Comunicar e informar a los contribuyentes su estado de cumplimiento o incumplimiento tributario, incluyendo el pago o no pago y devolución de los impuestos de competencia del Servicio, lo cual también podrá efectuar Tesorería cuando realice la cobranza administrativa o judicial.".




b)
En el artículo 30°:





1.-
En el inciso segundo, agrégase después del punto (.) aparte, que pasa a ser punto (.) seguido, lo siguiente: 





"Asimismo, la Dirección podrá disponer en casos específicos la presentación de informes y declaraciones por sistemas tecnológicos, respecto de los contribuyentes que tengan dichos medios para hacerlo.".





2.- En el inciso cuarto, entre el vocablo "declaraciones" y la expresión "a entidades", intercálanse las palabras "y giros".




c)
Agrégase el siguiente inciso final al artículo 35:





"La información tributaria, que conforme a la ley proporcione el Servicio, solamente podrá ser usada para los fines propios de la institución que la recepciona.".




d)
Agrégase el siguiente inciso final al artículo 36º:





"El Director podrá ampliar el plazo de presentación de aquellas declaraciones que se realicen por sistemas tecnológicos y que no importen el pago de un impuesto, respetando el plazo de los contribuyentes con derecho a devolución de impuestos. En todo caso, la ampliación del plazo no podrá implicar atraso en la entrega de la información que deba proporcionarse a Tesorería.".




e)
Reemplázase en el inciso primero del artículo 37, la frase existente hasta el primer punto seguido, por la siguiente: 




"Los tributos, reajustes, intereses y sanciones deberán ser ingresados al Fisco mediante giros que se efectuarán y procesarán por el Servicio, los cuales serán emitidos mediante roles u órdenes de ingreso, salvo los que deban pagarse por medio de timbres o estampillas; los giros no podrán ser complementados, rectificados, recalculados, actualizados o anulados sino por el organismo emisor, el cual será el único habilitado para emitir los duplicados o copias de los documentos mencionados precedentemente hasta que Tesorería inicie la cobranza administrativa o judicial.".




f)
Agrégase el siguiente inciso final al artículo 39°:





"Sin perjuicio de los medios con que se efectúe el pago, le corresponderá al Director autorizar los procedimientos por sistemas tecnológicos a través de los cuales se pueda realizar el pago de los impuestos que debe controlar el Servicio. Estos procedimientos podrán ser obligatorios respecto de los contribuyentes que tengan dichos medios y cuenta corriente bancaria.".




g)
En el artículo 48°: 





1.-
En el inciso segundo, reemplázase la frase que sigue a la palabra "multas", por lo siguiente: "serán determinados por el Servicio, y también por la Tesorería para los efectos de las compensaciones. Igual determinación podrá efectuar la Tesorería para la cobranza administrativa y judicial, respecto de los duplicados o copias de giros.";





2.-
En el inciso tercero, reemplázase la frase "No obstante, los contribuyentes" por "Los contribuyentes";





3.-
En el inciso cuarto, suprímese la expresión "que también podrá ser emitido por Tesorerías", y los vocablos "especial" y "especiales".





4.-
En el inciso quinto, reemplazase la expresión "El Tesorero Regional o Provincial, en su caso", por el "Director Regional" y suprímese el vocablo "especial".




h)
En el inciso quinto del artículo 53, reemplázase la frase "a los Servicios de Impuestos Internos o Tesorería" por "al Servicio", y suprímase la frase "o Tesorero Provincial, en su caso".




i)
En el artículo 57:





1.-
Reemplázase la frase "los Servicios de Impuestos Internos o de Tesorería" por "el Servicio".





2.-
Intercálase a continuación de las expresiones "a título de impuestos" y antes de la coma (,) los vocablos "o cantidades que se asimilen a estos", y





3.-
Sustitúyese la expresión "la Tesorería" por "se".





4.- Agrégase después del punto (.) aparte, que pasa a ser punto (.) seguido, lo siguiente: "Sin perjuicio de lo anterior, Tesorería podrá devolver de oficio las contribuciones de bienes raíces pagadas doblemente por el contribuyente.".




j)
Agrégase en el artículo 58°, a continuación del vocablo "por", las expresiones " el Servicio y".




k)
Incorpórase el siguiente artículo 82°, nuevo:





"Artículo 82°.- Tesorería deberá entregar al Servicio la información que éste le requiera para el oportuno cumplimiento de sus funciones.





Los bancos y otras instituciones autorizadas para recibir declaraciones y pagos de impuestos, estarán obligados a remitir al Servicio cualquier formulario mediante los cuales recibieron dichas declaraciones y pagos de los tributos que son de competencia de ese Servicio. No obstante, los formularios del Impuesto Territorial pagado, deberán remitirlas a Tesorería para su procesamiento.".




l)
En el artículo 85°, incorpóranse los siguientes incisos, nuevos:





"Sin perjuicio de los dispuesto en los artículos 61° y 62°, para los fines de la fiscalización de los impuestos, los Bancos e Instituciones Financieras deberán proporcionar todos los datos y antecedentes que se les soliciten relativos a las operaciones de crédito de dinero que hayan celebrado y de las garantías constituidas para su otorgamiento, en la oportunidad, forma y cantidad que el Servicio establezca.





La información así obtenida será mantenida en secreto y no se podrá revelar, aparte del contribuyente, más que a las personas o autoridades encargadas de la liquidación o de la recaudación de los impuestos pertinentes y de resolver las reclamaciones y recursos relativos a las mismas, salvo las excepciones legales.".




m)
En el artículo 97°: 





1.-
Agrégase el siguiente inciso final en el número 4° :






"El que maliciosamente y a sabiendas confeccione, venda, facilite a cualquier título o tenga en su poder guías de despacho, facturas, notas de débito, notas de crédito o boletas, falsas, con o sin timbre del Servicio, con el objeto de cometer o posibilitar la comisión de los delitos descritos en este número, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y con una multa de hasta 40 unidades tributarias anuales.".





2.-
Agrégase en el número 11°, el siguiente inciso final, nuevo:






"En los casos en que la omisión de la declaración o las diferencias de impuestos hayan sido detectadas por el Servicio en procesos de fiscalización, la multa prevista en este número y su límite máximo, serán de veinte y sesenta por ciento, respectivamente.".





3.-
Agrégase el siguiente número 21°, nuevo:






"21º.- La no comparecencia ante el Servicio, a un requerimiento notificado al contribuyente conforme a lo dispuesto en el artículo 11°, con una multa de una Unidad Tributaria mensual a una Unidad Tributaria Anual, la que se aplicará en relación al perjuicio fiscal comprometido y procederá transcurridos 20 días desde el plazo de comparecencia indicado en la notificación.".





4.-
Agrégase el siguiente número 22°, nuevo:






"22°.- El que maliciosamente y a sabiendas y eludiendo las normas legales y reglamentarias que rigen el timbraje de documentos, utilizare o hiciere que se utilicen los cuños verdaderos u otros medios tecnológicos de autorización del Servicio, será sancionado con pena de presidio menor en su grado máximo y una multa de hasta seis unidades tributarias anuales.".





5.-
Agrégase el siguiente número 23°:






"23°.-
El que maliciosamente y a sabiendas, proporcionare datos o antecedentes falsos o inexistentes en la declaración inicial de actividades o en sus modificaciones o en las solicitudes que presenten relacionadas con el procedimiento de inicio de actividad o en las declaraciones exigidas con el objeto de obtener autorización de documentación tributaria o el que a sabiendas consintiere que en las referidas presentaciones se incluyan maliciosamente dichos datos o antecedentes falsos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo y con multa de hasta ocho unidades tributarias anuales.".




n)
Agrégase en el artículo 106°, el siguiente inciso final, nuevo:





"Sin perjuicio de lo anterior, el Director Regional podrá anular las denuncias notificadas por infracciones que no constituyan amenazas para el interés fiscal u omitir los giros de las multas que se apliquen en estos casos, de acuerdo a normas o criterios de general aplicación que fije el Director.".




ñ)
Incorpórase el siguiente inciso final al artículo 114°:





"La norma del inciso anterior se aplicará también cuando el Director resuelva no deducir querella ni denunciar y la sanción pecuniaria deba aplicarse con arreglo al procedimiento general establecido en el artículo 161.".




o)
En el inciso tercero del número 3° del artículo 126º, sustitúyense las expresiones "un año" por los vocablos "tres años".




p)
En el inciso sexto del artículo 147°, a continuación de la expresión "previo informe del Servicio de Tesorerías", intercálase la frase "en el que conste que se ha trabado embargo sobre bienes suficientes del deudor o se han constituido garantías suficientes a juicio del juez respectivo,".




q)
Agrégase la siguiente letra k) al artículo 163° :





"k)
En los procesos penales a que se refiere este artículo, tanto en primera como en segunda instancia, las resoluciones en que se recibe la causa a prueba, las que declaren cerrado el sumario y las que dispongan el sobreseimiento temporal o definitivo, deberán notificarse siempre por cédula al apoderado del Servicio.".




r)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 165º:





1.-
Agrégase a continuación del dígito "20" la expresión "y 21", sustituyendo la expresión "y" que antecede al dígito "20" por una coma (,).





2.-
En el Nº 1: 






a)
Agrégase a continuación del dígito "11" la expresión "y 21", sustituyendo la expresión "y" que antecede al dígito "11" por una coma (,)..






b)
Suprímense las expresiones "por Tesorerías" y "o Tesorerías".




s)
Suprímese en el inciso primero del artículo 168°, el punto (.) final y agrégase el siguiente párrafo precedido de una coma (,): ", y se iniciará una vez que el Servicio comunique a la Tesorería que el contribuyente no ha pagado en forma voluntaria sus impuestos. Dicha comunicación deberá efectuarse en un plazo no superior a 90 días, contado desde la fecha de vencimiento del giro o de la declaración, según corresponda.".




t)
Introdúcese el siguiente inciso final al artículo 169:





"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Tesorero General de la República, por resolución interna, podrá ordenar la exclusión del procedimiento ejecutivo a que se refiere este Título de los contribuyentes que, se encuentren o no demandados, tengan deudas morosas cuyo valor por cada formulario, giro u orden, no exceda del 50% de una Unidad Tributaria Mensual vigente a la fecha de la mencionada resolución. Dictada dicha resolución y a partir de su fecha, se suspenderá el plazo de prescripción a que se refiere el artículo 201 de este Código respecto de los contribuyentes y deudas comprendidos en aquélla por un período de seis años. Del mismo modo, decretada dicha exclusión y respecto de los contribuyentes demandados, no procederá el abandono del procedimiento. Con todo, siempre será procedente la compensación.".




u)
Sustitúyese el artículo 171° por el siguiente:





"Artículo 171°.- La notificación del hecho de encontrarse en mora y el requerimiento de pago al deudor, se efectuará personalmente por el recaudador fiscal, quien actuará como ministro de fe, o bien, en las áreas urbanas, por carta certificada conforme a las normas de los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 11°, cuando así lo determine el juez sustanciador atendida las circunstancias del caso. Tratándose de la notificación personal, si el ejecutado no fuere habido, circunstancia que se acreditará con la certificación del funcionario recaudador, se le notificará por cédula en los términos prevenidos en el artículo 44° del Código de Procedimiento Civil; en este caso no será necesario cumplir con los requisitos señalados en el inciso primero de dicho artículo, ni se necesitará nueva providencia del Tesorero respectivo para la entrega de las copias que en él se dispone. La notificación hecha por carta certificada o por cédula, según el caso, se entenderá válida para todos los efectos legales y deberá contener copia íntegra del requerimiento. La carta certificada servirá también como medio para notificar válidamente cualquier otra resolución recaída en este procedimiento que no tenga asignada expresamente otra forma de notificación.





Practicado el requerimiento en alguna de las formas indicadas en el inciso precedente, sin que se obtenga el pago, el recaudador fiscal, personalmente, procederá a la traba del embargo; pero tratándose de bienes raíces, el embargo no surtirá efecto respecto de terceros sino una vez que se haya inscrito en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.".




v)
Agrégase al artículo 178° el siguiente inciso final, nuevo:





"En esta etapa del proceso no procederá el abandono del procedimiento.".




w)
En el artículo 192: 





1.-
Agrégase en el inciso primero, antes del punto (.) final, la siguiente frase: 






"y que no se encuentren incluidos en las nóminas de contribuyentes a que se refiere el inciso quinto del número 5.- del artículo 23°, del decreto ley N° 825, de 1974, o que se encuentren denunciados, querellados o hayan sido sancionados por delitos tributarios hasta el cumplimiento total de su pena, situaciones que el Servicio informará a Tesorería para estos efectos.".





2.-
Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo: 






"No podrán celebrarse convenios por el pago de sumas adeudadas por concepto de impuestos que, según las disposiciones tributarias, están sujetos a retención o recargo.".





3.-
Sustitúyese el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, por el siguiente: 






"Facúltase al Tesorero General de la República para condonar total o parcialmente los intereses y sanciones por la mora en el pago de los impuestos sujetos a la cobranza administrativa y judicial, mediante normas o criterios de general aplicación iguales a los fijados por el Director conjuntamente con los porcentajes de condonación que podrán otorgarse en el uso de esta atribución. Para estos efectos, el Director comunicará en su oportunidad, los criterios y porcentajes aplicados en el Servicio.".





4.-
Sustitúyese el actual inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, por el siguiente:






"La celebración de un convenio para el pago de los impuestos atrasados, implicará la suspensión de los procedimientos de apremio, la que operará por el sólo ministerio de la ley cuando conste que el deudor ha sido requerido de pago y se le han embargado bienes suficientes o se hayan constituido garantías suficientes a juicio del Tesorero respectivo , y se mantendrá vigente mientras el deudor se encuentre cumpliendo cabalmente el convenio suscrito.".

ARTICULO 2°.-.
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del Decreto Ley N°824, de 1974:




a)
En el inciso cuarto de la letra c), del número 1°, de la letra A), del artículo 14°, suprímese la palabra "abiertas".




b)
En el inciso tercero del artículo 18°, agrégase a continuación del vocablo "urbanos", las expresiones "o rurales". 




c)
Agrégase el siguiente Artículo 18° Bis, nuevo:





"Artículo 18° Bis.- El mayor valor a que se refiere el inciso primero del artículo anterior y los incisos tercero, cuarto y quinto del número 8° del artículo 17°, obtenido por los Fondos de Inversión Institucionales constituidos en el extranjero, tales como Fondos Mutuos y Fondos de Pensiones, en la enajenación de acciones de sociedades anónimas abiertas con presencia bursátil, estará exento de los impuestos de esta ley. Los mencionados Fondos deberán, además, cumplir con los siguientes requisitos durante el tiempo que operen en el país:





1.- Que todos los partícipes sean residentes en el extranjero. Sin embargo, cuando las inversiones en las citadas acciones representen menos del 25% del valor accionario del Fondo, podrán tener participes con residencia en Chile siempre que estos no posean mas del 5% del valor accionario del Fondo, sea directa o indirectamente;





2.- Que haga oferta pública de sus cuotas de participación;





3.- Que esté debidamente autorizado para operar como Fondo Institucional y registrado ante una Autoridad reguladora de un país que tenga grado de inversión para su deuda pública, según calificación efectuada por una agencia Internacional Calificadora de Riesgo, debidamente registrada en el Servicio de Impuestos Internos, previo informe fundado de la Comisión Clasificadora de Riesgo establecida en el Titulo XI del Decreto Ley N°3.500, de 1980;





4.- Que no opere en Chile a través de un establecimiento permanente;





5.- Que no intervenga en la gestión o administración de las empresas emisoras de los valores en que invierta, y





6.- Que se inscriba en un registro que para el efecto llevará el Servicio de Impuestos Internos. Dicha inscripción se efectuara sobre la base de una declaración jurada en la que se señale que el Fondo cumple con los requisitos establecidos en éste articulo y se individualice con nombre, nacionalidad, domicilio del partícipe o representante legal de éste si fuere persona jurídica. La declaración deberá efectuarla en representación del Fondo el corredor de Bolsa o agente de valores que administre los recursos del Fondo en el país.





Si lo declarado por el corredor de Bolsa o agente de valores resultare falso, tanto el corredor o agente de valores respectivo como el administrador extranjero del Fondo o el Fondo mismo, quedarán sujetos a una multa de hasta el 20% del monto de las inversiones realizadas en el país por éste; dicha multa, en todo caso, no podrá ser inferior al equivalente a 20 UTA. La aplicación de esta multa se sujetará a lo establecido en el Artículo 165° del Código Tributario.





El corredor de bolsa o agente de valores comisionado por el Fondo para efectuar las inversiones de que trata este articulo, se considerará como representante de éste ante el Servicio de Impuestos Internos y deberá registrar e informar a dicho Servicio tales operaciones y las remesas que efectúe en la forma y plazo que aquél establezca." 




d)
En el artículo 20°: 





1.-
En la letra b) del número 1°, incisos sexto y séptimo, suprímese la expresión "excluidas las anónimas abiertas", la coma (,) que le precede y la que le sigue, las dos veces en que aparece.





2.-
Suprímese el inciso segundo de la letra f) del número 1°.-




e)
En el artículo 31°:





1.-
Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto al número 1.-






"No se considerarán necesarios para producir la renta los intereses pagados o adeudados, por excesos de endeudamiento, generados por operaciones crediticias o financieras, que se graven con la tasa reducida de impuesto adicional del número 1° del inciso cuarto del artículo 59°. Se considerará que existe dicho exceso cuando, en el ejercicio respectivo, el endeudamiento total sea superior a tres veces el patrimonio del contribuyente. En tal evento, no se podrá deducir como gasto aquella parte del total de dichos intereses que se determine al multiplicar ese monto por el factor que resulte de la división entre el exceso de endeudamiento y la deuda total. Determinado que el endeudamiento total es superior a tres veces el patrimonio, el exceso de endeudamiento corresponderá a la diferencia entre la deuda total, menos tres veces el patrimonio y menos la deuda afecta a la tasa de 35% del impuesto adicional o a la diferencia entre la deuda total contraída en el exterior y la deuda afecta al 35% del impuesto adicional, si esta última fuere menor.






Para la aplicación de la norma indicada en el inciso anterior, se considerarán las siguientes reglas:






a) Por patrimonio se entenderá el capital propio tributario al inicio del ejercicio, exlcuidos los valores del empresario o socio incorporados en el giro y agregadas las pérdidas acumuladas;






b) Por endeudamiento total se entenderá la suma de los pasivos crediticios o financieros, que devenguen intereses, registrados en el balance del inicio del ejercicio;






Lo dispuesto en los dos incisos anteriores no se aplicará a los Bancos, Compañías de Seguros y Empresas de Leasing.".





2.- Agrégase el siguiente inciso final al número 3:






"Con todo, las sociedades con pérdidas que en el ejercicio hubieren sufrido cambio en la propiedad de los derechos sociales, acciones o del derecho a participación en sus utilidades, no podrán deducir las pérdidas generadas antes del cambio de propiedad de los ingresos percibidos o devengados con posterioridad a dicho cambio. Ello siempre que , además, con motivo del cambio señalado o en los doce meses anteriores o posteriores a él la sociedad haya cambiado de giro o ampliado el original a uno distinto, o bien al momento del cambio indicado en primer término, no cuente con bienes de capital u otros activos propios de su giro de una magnitud que permita el desarrollo de su actividad o de un valor proporcional al de adquisición de los derechos o acciones, o pase a obtener solamente ingresos por participación, sea como socio o accionista, en otras sociedades o por reinversión de utilidades. Para este efecto, se entenderá que se produce cambio de la propiedad en el ejercicio cuando los nuevos socios o accionistas adquieran o terminen de adquirir, directa o indirectamente a través de sociedades relacionadas, a lo menos un 50% de los derechos sociales, acciones o participaciones.".





3.-
En el número 5°, agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente:






"En todo caso, aún cuando se aplique el régimen de depreciación acelerada, se considerará de todas maneras como gasto, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 14°, la depreciación normal que corresponde al total de los años de vida útil del bien. 






La diferencia que resulte en el ejercicio respectivo entre la depreciación acelerada y la depreciación normal, sólo podrá deducirse como gasto para los efectos del impuesto de Primera Categoría.".





4.-
En el inciso tercero del número 12°, reemplázase lo expresado a continuación del punto (.) seguido, por lo siguiente:






"El Servicio de Impuestos Internos, a petición de parte, verificará los países que se encuentran en esta situación.".




f)
En el número 2° del artículo 34, reemplázase en el inciso primero, el guarismo "6.000" por "2.000", y en los incisos tercero y cuarto suprímanse las expresiones "excluyendo las anónimas abiertas" y "excluidas las anónimas abiertas", respectivamente, y la coma (,) que las precede y la que les siguen.




g)
En el artículo 34 bis: 





1.-
En el número 2:






a.-
Agrégase después de la palabra "impuesto", la siguiente expresión, sustituyendo el punto aparte (.) por una coma (,): "mediante resolución que será publicada en el Diario Oficial o en otro diario de circulación nacional que disponga".






b.-
Agréganse los siguientes párrafos segundo y tercero: 







"Para acogerse al régimen tributario contemplado en este número, el valor de los vehículos no podrá exceder, en conjunto, de 12.000 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos deberán considerarse los vehículos explotados por las sociedades y las comunidades con las que el contribuyente esté relacionado y que realicen actividades de transporte terrestre de pasajeros. Si el resultado obtenido excede el límite indicado, tanto el contribuyente como las sociedades o comunidades con las que esté relacionado, deberán determinar el impuesto de esta categoría sobre la base de renta efectiva según contabilidad completa.







Asimismo, deberá darse cumplimiento a los requisitos y estipulaciones que establece el numero siguiente, excepto lo señalado en los párrafos 1°, 4°, 6°, 7° y 9°, entendiéndose en este caso referido a vehículos de transporte terrestre de pasajeros.".





2.-
Suprímense en el inciso sexto del número 3, la expresión "excluyendo las sociedades anónimas abiertas" y la coma (,) que le precede, y en el inciso séptimo la expresión "excluyendo las anónimas abiertas" y la coma (,) que le precede y la que le sigue.




h)
En el número 3°, del artículo 39°, reemplázase la palabra "tres" por "dos".




i)
Suprímese el inciso final del artículo 47°.




j)
Modifícase el artículo 59 de la siguiente manera:





1.-
En el número 1):






a)
Reemplázase en la letra b) la expresión: "siempre que, en el caso de estas últimas, se encuentren autorizadas expresamente por el Banco Central de Chile;" por "siempre que se encuentren autorizadas en conformidad a la legislación cambiaria vigente y se informe al Servicio de Impuestos Internos los antecedentes que este requiera en la forma y plazos que éste determine. Se entenderá por institución financiera extranjera, a la constituida en el extranjero y que tenga por objeto principal captar y otorgar prestamos o financiamiento en forma pública, y que no estén relacionados con la empresa prestataria constituida en Chile en los términos establecidos en el artículo 100° de la Ley N°18.045. Se entenderá por institución financiera internacional a la que tenga por objeto otorgar prestamos o financiamiento y cuyo capital este formado con aportes de diferentes países miembros o por instituciones de diferentes países, quedando comprendidas tanto las instituciones que puedan conceptuarse como netamente financieras, como asimismo, aquellas de objetivo múltiple, entre cuyas finalidades esté el otorgar asistencia financiera.".






b)
Reemplázanse en la letra d) los vocablos "haya sido autorizada por el Banco Central de Chile", por las expresiones "se encuentre autorizada en conformidad a la legislación cambiaria vigente y se informe al Servicio de Impuestos Internos los antecedentes que requiera en la forma y plazos que éste determine, y siempre que el tomador de dichos bonos y debentures no esté relacionado en la forma señalada en la letra b)".






c)
Sustitúyense en el párrafo final, las expresiones " y ha sido autorizada por el Banco Central de Chile" por las siguientes, reemplazando el punto (.) aparte por una coma (,): "se encuentre autorizada en conformidad a la legislación cambiaria vigente y se informe al Servicio de Impuestos Internos los antecedentes que requiera en la forma y plazos que éste determine.". 





2.-
Sustitúyese en el párrafo primero del número 2) la oración que continúa después del segundo punto (.) seguido, por lo siguiente: 






"Para gozar de esta exención será necesario que las respectivas operaciones se encuentren autorizadas en conformidad a la legislación cambiaria vigente y se informe al Servicio de Impuestos Internos los antecedentes que requiera para la verificación de las sumas, en la forma y plazo que este determine, el cual podrá ejercer las mismas facultades que le confiere el artículo 36°, inciso primero.".





3.-
Sustitúyese en el párrafo tercero del número 6) las expresiones "que autorice el Banco Central de Chile en consideración al valor normal que tengan los bienes respectivos en el mercado internacional" por lo siguiente "que se encuentre autorizado de conformidad a la legislación cambiaria vigente y se informe al Servicio de Impuestos Internos los antecedentes que requiera en la forma y plazos que este determine".




k)
Agrégase al artículo 97°, el siguiente artículo 5º, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto: 





"El Servicio de Tesorerías podrá efectuar la devolución a que se refieren los incisos precedentes mediante depósito en cuenta corriente o de ahorro a la vista bancarias que posea el contribuyente y, en caso de no tenerlas, mediante cheque nominativo enviado por correo a su domicilio.".




l)
Agrégase en el inciso final del artículo 101, a continuación del vocablo "instituciones" y antes del punto (.) seguido, lo siguiente: "y el Banco Central de Chile respecto de las operaciones de igual naturaleza que efectúe".

ARTICULO 3°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6° del Decreto Ley N° 2.564, de 1979:




a)
Suprímese la frase "previa autorización del Ministerio de Hacienda" y la coma (,) que le sigue, y 




b)
Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 





"En todo caso, para los efectos de esta exención, las empresas aéreas comerciales nacionales deberán informar al Servicio de Impuestos Internos el monto de los pagos al exterior o abonos en cuenta, destino, naturaleza, origen de éstas, y otros antecedentes relacionados que estime necesarios, en el plazo y forma que el Servicio lo requiera.".

ARTICULO 4°.-
Agrégase al artículo 10 del Decreto Ley N°3.059, de 1979, el siguiente inciso final, nuevo:




"Para los efectos de la exención establecida en el inciso primero, las empresas de astilleros y las empresas navieras, incluidas las de remolcadores, las de lanchaje y de muellaje nacionales, deberán informar al Servicio de Impuestos Internos el monto de los pagos al exterior o abonos en cuenta, destino, naturaleza, origen de estos, y otros antecedentes relacionados que estime necesarios, en el plazo y forma que el Servicio lo requiera.".

ARTICULO 5°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N°825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios:




a)
En la letra m) del artículo 8°, sustitúyese la expresión "antes de doce meses contados desde su adquisición y" por "y que".




b)
Agréganse, a continuación del inciso cuarto del N°5, del artículo 23°, los siguientes incisos, nuevos:





"Tampoco se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y tercero, en el caso de los impuestos recargados en facturas perdidas u otorgadas por los contribuyentes que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:





a)
Permanezcan como inconcurrentes, después de haber sido sancionados conforme el artículo 97°, número 21°, del Código Tributario;





b)
No figuren con declaración de inicio de actividad como contribuyentes de impuestos de retención o recargo;





c)
Hayan declarado un domicilio inexistente o que no corresponda según el acta que levante el ministro de fe correspondiente, siempre que se trate de un contribuyente sujeto a impuestos de retención o recargo;





d)
Sean contribuyentes de esta ley y no registren timbraje de facturas, y





e)
No han enterado los impuestos de esta ley declarados o girados, siempre que no se encuentren reclamados, dentro del plazo de 90 días contados desde la fecha de la declaración o del vencimiento del giro en su caso.





Sólo se considerarán facturas perdidas, las que figuren como tales en el registro que deberá llevar el Servicio.





El Servicio mantendrá un registro, permanentemente actualizado, de los contribuyentes señalados y de las facturas perdidas, que podrá ser consultado personalmente, por teléfono, por fax o cualquier medio tecnológico.





El Director determinará el procedimiento para obtener esta información, el cual deberá considerar el establecimiento de un registro en el que se dejará constancia de cada consulta que se efectúe, debiendo certificarse dicha circunstancia a requerimiento del contribuyente.





Las personas podrán exigir su eliminación del registro de contribuyentes señalados, acreditando que su inclusión fue errónea o ya no es procedente.





En el caso de estos contribuyentes, el comprador o beneficiario del servicio podrá otorgarles una factura de compra, aplicándose en esta situación lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 3°.".




c)
En el artículo 27 bis, agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo a ser incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:





"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los contribuyentes que hayan efectuado u obtenido la imputación o devolución de los remanentes de crédito fiscal, en la forma establecida en el inciso primero, deberán, a contar del mes siguiente y al término del plazo de 36 períodos tributarios consecutivos, declarar débitos superiores a dicha imputación o devolución, considerando incluída la suma que resulte de aplicar la tasa del impuesto referida en el artículo 14 sobre las exportaciones a valor FOB realizadas. El plazo referido podrá ser prorrogado por el Director Regional cuando el contribuyente acredite demora en la construcción, instalación o puesta en marcha de la empresa, se trate de una explotación de largo desarrollo o de alguna causa de fuerza mayor. El reintegro respectivo deberá efectuarse dentro del mes siguiente de expirado el plazo que corresponda, debidamente reajustado de acuerdo al artículo 27.".




d)
En el artículo 36, agrégase en el inciso primero después del punto (.) final que pasa a ser punto (.) seguido, el siguiente párrafo, nuevo:





"Las solicitudes, declaraciones y demás antecedentes necesarios para hacer efectivos los beneficios que se otorgan en este artículo, deberán presentarse en el Servicio de Impuestos Internos.".




e)
En el artículo 37, sustitúyese el guarismo "50%" por "30%".- 

ARTICULO 6°.- Derógase la Ley N°18.320.-

ARTICULO 7°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 21° de la Ley N°17.235, sobre Impuesto Territorial:




a)
En el inciso primero, suprímese la expresión "y a la Tesorería General de la República", y 




b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:





"Respecto de la Tesorería General de la República, el Servicio de Impuestos Internos le remitirá la información necesaria para el cumplimiento de sus fines propios.".

ARTICULO 8°.-
Agrégase el siguiente número 10 al artículo 2.472 del Código Civil:




"10.- Los créditos del fisco por impuestos, derechos, tasas y demás gravámenes de cualquier naturaleza que sean.".

ARTICULO 9°.-
Introdúcese la siguiente modificación al DFL N°1 del Ministerio de Hacienda, de 1994, Orgánico del Servicio de Tesorerías:




a)
Sustitúyese el número 4 del artículo 2° por el siguiente:





"4.- Efectuar el pago de las obligaciones fiscales y, en general, las de las entidades del Sector Público que las leyes le encomienden. Para estos efectos, cualquiera que sea la naturaleza de la obligación, podrá utilizar o no como medio de pago la transferencia electrónica de fondos, para depositar los valores correspondientes en la respectiva cuenta corriente bancaria, cuenta de ahorro a plazo o a la vista que indique el acreedor.".




b)
Introdúcese en el artículo 5°, la siguiente letra q):





"q)
Excluir del procedimiento de cobranza a que se refiere el Título V del Libro III del Código Tributario, los créditos fiscales en los términos y condiciones que señala el artículo 169° de dicho cuerpo legal.".




c)
Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente: 





"Artículo 7°.- Cuando concurran las circunstancias señaladas en el artículo anterior, la Tesorería liquidará la deuda de acuerdo a lo establecido en el artículo 53 del Código Tributario.".

ARTICULO 10°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 15° de la Ley N°18.657: 




a)
En el inciso primero, intercálase a continuación del vocablo "invertido", y antes de la coma que le sigue, las siguientes expresiones "o al mayor valor obtenido en la enajenación de acciones de sociedades anónimas abiertas con presencia bursátil".




b)
Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:





"El mayor valor obtenido en la enajenación de acciones de sociedades anónimas abiertas con presencia bursátil, a que se refiere el inciso primero, estará exento de los impuestos que establece la ley sobre impuesto a la renta.".

ARTICULO 11°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N°19.575: 




a)
Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 1°, las expresiones "31 de diciembre del año 2000", "30 de junio de 1999" y "1 de enero del año 2001", por las expresiones "31 de diciembre del año 2001", "31 de diciembre del año 2000" y "1 de enero del año 2002", respectivamente.




b)
Reemplázase el artículo 2°, introducido por el artículo único de la Ley N°19.629, por el siguiente:





"Artículo 2°.- Facúltase al Presidente de la República para rebajar, por una vez, la tasa anual del impuesto territorial de los bienes raíces agrícolas y aumentar el monto de la exención de impuesto territorial que beneficia a los predios agrícolas. Esta facultad regirá a contar del 1° de julio del año 2001, pero la rebaja de la tasa y el aumento de la exención entrarán en vigencia desde la fecha que entre en vigor el reavalúo de los bienes raíces agrícolas a que se refiere esta ley.





El Presidente de la República ejercerá esta facultad con ocasión del reavalúo de los bienes raíces agrícolas a que se refiere el artículo 1° si, al comparar, en moneda de igual valor, la proyección anual del monto total de las mismas contribuciones giradas sin considerar el efecto del reavalúo, con el monto total que corresponda girar con posterioridad a él, este último resultare superior en mas del 10% al primero.





Esta facultad se ejercerá de tal modo que la proyección anual del monto total girado como consecuencia de la aplicación del reavalúo no sobrepase en el referido 10% a la proyección anual del monto girado antes del reavalúo.".

ARTICULO 12°.
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ordenanza de Aduanas contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1997, del Ministerio de Hacienda. 




a)
Incorpórase el siguiente artículo 68 bis, nuevo:





"Artículo 68 bis.- Cuando haya sido presentada una declaración de destinación y la Aduana tenga motivos para dudar de la veracidad y exactitud del valor declarado o de los documentos presentados que le sirven de antecedente, podrá exigir al declarante que proporcione documentos u otras pruebas que acrediten que el monto declarado representa efectivamente el valor de transacción de las mercancías.".




b)
Incorpórase en el artículo 93 el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando a ser los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente.





"El Servicio Nacional de Aduanas no autorizará el retiro antes del pago de la tributación, cuando las personas hayan utilizado este beneficio anteriormente y tengan una o más cuotas morosas.".



c)
Incorpórase en el artículo 98, el siguiente inciso 2º, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:





"La función relativa a la recaudación que menciona el inciso segundo del artículo 1, se cumplirá, además, por el Servicio Nacional de Aduanas a través de comprobaciones selectivas del cabal y oportuno ingreso en arcas fiscales de la tributación aduanera.".




d)
Sustitúyese el inciso tercero del artículo 108, por el siguiente:





"El depósito de las mercancías, a excepción de las señaladas en el inciso anterior, devengará diariamente a partir del primer día, un interés igual a 1,1 veces al equivalente diario de la tasa de interés promedio mensual cobrada por el sistema financiero en operaciones no reajustables en moneda nacional de menos de 90 días informada por el Banco Central de Chile, vigente para el segundo mes anterior a la fecha de internación o vencimiento del plazo, según corresponda, calculado sobre los correspondientes derechos aduaneros e impuestos de carácter interno. Este interés no formará parte de la base imponible de los gravámenes aduaneros e impuestos de carácter interno que cause la respectiva importación. Las mercancías no se considerarán nacionalizadas mientras no se pague este interés y los demás derechos aduaneros.".




e)
Sustitúyese la letra c) del artículo 165, por la siguiente: 





"c)
Tratándose de mercancías incautadas por delitos aduaneros, se descontarán los derechos arancelarios, y el saldo se ingresará a Rentas Generales de la Nación. En caso de dictarse sentencia absolutoria o sobreseimiento definitivo debidamente ejecutoriados, el Servicio de Aduanas ordenará, a petición del propietario, la devolución del saldo correspondiente, reajustado en los términos del D.L. Nº 1.032, de 1975.





Esta devolución deberá solicitarse dentro del plazo de un año contado desde que se encuentre ejecutoriada la sentencia absolutoria o el sobreseimiento definitivo, en su caso.".




f)
Modifícase el artículo 168, de la siguiente forma:





1.-
Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:






"El que en las operaciones o declaraciones aduaneras defraudare al Fisco, evadiendo el pago de los tributos aduaneros o impuestos de cualquier carácter, incurrirá en el delito de fraude aduanero.".





2.-
Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente, nuevo:






"El que introdujere o extrajere del territorio nacional mercancías eludiendo el pago de los derechos, impuestos, tasas y demás gravámenes que pudiera corresponderle o el ejercicio de la potestad que sobre ella tiene la Aduana con arreglo a esta Ordenanza y los Reglamentos, incurrirá en el delito de contrabando. Incurrirá también en el delito de contrabando el que introdujere mercancías extranjeras de un territorio de régimen tributario especial a otro de mayores gravámenes o al resto del país en la forma indicada anteriormente y el que introdujere o extrajere del territorio nacional mercancías cuya importación o exportación se encuentre prohibida.".




g)
Incorpórase en el artículo 175, la siguiente letra ñ), nueva, pasando la actual letra ñ), a ser letra o):





"ñ)
La infracción a las normas e instrucciones sobre almacenes particulares, relativas al ordenamiento de las mercancías allí depositadas, a la falta de inventario de las mismas y ubicación distinta del local habilitado, serán sancionadas con una multa de hasta el 20 % del valor aduanero de las mercancías.". 




h)
Incorpórase el siguiente artículo 175 bis, nuevo:





"Artículo 175 bis.- Quien incurriera en una contravención aduanera, podrá poner este hecho en conocimiento de la Aduana antes de cualquier fiscalización o requerimiento por parte de ella, con el fin de atenuar la sanción que le corresponda. En estos casos, se impondrá el 50% de la multa que correspondiere aplicar conforme a las reglas generales.".




i)
Efectúense las siguientes modificaciones en el artículo 176:





1.-
Sustitúyese en el encabezado del inciso primero la expresión "castigadas" por "penadas".





2.-
Sustitúyese en el inciso primero, número 1), la expresión "una" por la palabra "tres".





3.-
Sustitúyese en el inciso primero, número 2), la expresión "una" por la palabra "tres".





4.-
Agrégase en el segundo párrafo del número 2), del inciso primero, después del punto (.) final que pasa a ser punto (.) seguido, el siguiente texto:






"Cuando las mercancías no pueden ser objeto de comiso, la multa que corresponda aplicar, según las reglas generales, se aumentará en una vez el valor de la mercancía.".





5.-
Suprímese en el inciso segundo, el párrafo final que comienza con la expresión "El mínimo" y termina con la frase "... cuatro veces o más."; pasando, el punto (.) seguido, a ser punto (.) final.





6.-
Sustitúyese en el inciso sexto, la palabra "pagaré" por la expresión "pagare";





7.-
Sustitúyese el actual inciso final, por los siguientes dos incisos, nuevos:






"En estos delitos, para atenuar la sanción y siempre que las mismas se produzcan antes del acto de fiscalización, deberán considerarse las siguientes circunstancias minorantes calificadas: 






a) La entrega voluntaria a la Aduana de las mercancías ilegalmente internadas al país; 






b) El pago voluntario a la Aduana de los derechos e impuestos de las mercancías cuestionadas.






El pago posterior a la fiscalización, configurará la atenuante general del artículo 11 número 7 del Código Penal.".




j)
Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 179:





1.-
Sustitúyese el encabezado del inciso primero, por el siguiente:






"Se aplicarán las penas señaladas en el artículo 176 de esta Ordenanza a las personas que cometan o intervengan en los siguientes actos:".





2.-
Sustitúyese al final de la letra f) la coma (,) por punto y coma (;) y suprímese la conjunción " y" que aparece a continuación.





3.-
Asimismo, sustitúyese al final de la letra g) el punto final por punto y coma (;), e incorpórese a continuación las letras h), i) y j), nuevas:






"h)
Celebrar, en forma previa a la importación de una mercancía acogida a franquicia, cualquier acto o convención que signifique transferir el uso de la franquicia o el dominio de la mercancía con el objeto que sea usada o consumida por persona distinta al beneficiario;






i)
Simular el traslado o retorno definitivo a Chile o desde una región con tratamiento aduanero especial, al resto del país, para hacer uso de las franquicias que los hechos anteriores autorizan; y






j)
Falsificar o alterar maliciosamente documentos, declaraciones o cualesquiera otros registros informáticos, de carácter aduanero.".




k)
Sustitúyese en el artículo 193, letra b), el guarismo "100" por el guarismo "4.000".




l)
Sustitúyese en el artículo 194, letra b), el guarismo "100" por el guarismo "4.000".




m)
Intercálase en el artículo 196, inciso primero, entre las palabras "zona" y "secundaria", las palabras "primaria y".



n)
Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 198:





1.-
Incorpórase en el inciso primero, a continuación del punto (.) final, que pasa a ser punto (.) seguido, el siguiente párrafo, nuevo:






"Al comparendo deberán concurrir las partes con sus medios probatorios.".





2.-
Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:






"En esta audiencia, el denunciado podrá optar por aceptar pura y simplemente la demanda. En caso afirmativo, se levantará acta en que se consignará el acuerdo, la que será suscrita por el denunciado y el Administrador y que se estimará como sentencia ejecutoriada si el denunciado paga la multa aplicada en ese acto o dentro de tercero día.






El no pago de la multa en esa oportunidad, autorizará al Administrador para dejar sin efecto el acta suscrita y fallar de inmediato la causa, si no hubieren medidas para mejor resolver. Esta actuación no hará incurrir al Administrador en causal de inhabilitación.".




ñ)
Derógase el artículo 199.




o)
Derógase el artículo 202.




p)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 211, el guarismo "50" por el guarismo: "500".




q)
Incorpórase el siguiente artículo 213 bis, nuevo:





"Artículo 213 bis.- El Administrador, antes de pronunciarse sobre el mérito para el ejercicio de la acción penal, podrá, atendidos los antecedentes personales del infractor y la naturaleza y modalidades del hecho, celebrar con él o los denunciados, un acuerdo destinado a reparar el perjuicio patrimonial causado, consistente en el pago de una multa no superior a una vez el valor aduanero de la mercancía, la que deberá ser enterada en arcas fiscales previo a la formalización del acuerdo. Dicho pago tendrá como efecto la extinción de la acción penal respecto del imputado que hubiere intervenido en él.





En el ejercicio de esta facultad, el Administrador deberá sujetarse a las instrucciones generales que al respecto imparta el Director Nacional del Servicio.".




r)
Sustitúyese el inciso tercero del artículo 215, por el siguiente:





"No obstante, no podrán acogerse al beneficio establecido en este artículo, las personas que hayan sido condenadas anteriormente por delito aduanero, sin que haya transcurrido el plazo de tres años desde que cumplieron la sanción impuesta por los delitos expresados y aquellas en cuyo favor haya sido acordada la renuncia de la acción penal dentro del año anterior al nuevo hecho punible.".

ARTICULO 13º.-
Incorpóranse al artículo 10 del Decreto de Hacienda Nº 329 de 16 de abril de 1979, que contiene el texto de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:




"Para el ejercicio de las acciones y defensas a que hace referencia el inciso anterior y el artículo 192 de la Ordenanza de Aduanas, los abogados del Servicio podrán tener conocimiento del sumario, a menos que el Tribunal lo deniegue por resolución fundada. Asimismo, teniendo acceso al sumario, podrán obtener, a costa del Servicio que representan, copias simples de las declaraciones y demás antecedentes que consten en el proceso.



El Director Nacional de Aduanas estará exento de la obligación de rendir fianza de calumnia en aquellos procesos en que la ley le permite hacerse parte; y, a los abogados del Servicio, no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Civil.".

ARTICULO 14°.-
Modifícanse las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos, establecidas mediante decreto supremo N°1.368, de 1994, del Ministerio de Hacienda, cuyo texto refundió el decreto con fuerza de ley N°6, de 1991, del mismo Ministerio, en los siguientes términos y conforme a las normas y al cronograma que se pasan a señalar:




1.-
A contar del 1° de enero del 2001 o desde la fecha de publicación de la presente ley, si ésta fuere posterior, créanse los siguientes cargos en las plantas que se indican:

a) Planta de Directivos:

1 Jefe de Departamento Subdirección grado 2° 

5 Jefes de Departamento grado 5°

2 Jefes de Departamento grado 6°

6 Jefes de Departamento grado 7°

4 Jefes de Departamento grado 8°

6 Jefaturas grado 9°

b) Planta de Profesionales:

1 profesional grado 5°

3 profesionales grado 6°

5 profesionales grado 9°

5 profesionales grado 10°

6 profesionales grado 11°

4 profesionales grado 12°

2 profesionales grado 13

2 profesionales grado 14°

1 profesional grado 15°

1 profesional grado 16°

c) Planta de Fiscalizadores:

12 fiscalizadores grado 10°

16 fiscalizadores grado 11°

20 fiscalizadores grado 12°

15 fiscalizadores grado 13°

15 fiscalizadores grado 14°

31 fiscalizadores grado 15°.

d) Planta de Técnicos:

20 técnicos fiscalizadores o técnicos en avaluaciones grado 14°

25 técnicos fiscalizadores o técnicos en avaluaciones grado 15°

e) Planta de Administrativos:

3 administrativos grado 16°

3 administrativos grado 17°

3 administrativos grado 18°

3 administrativos grado 19°

3 administrativos grado 20°




2.-
A contar del 1 de enero de 2002, créanse los siguientes cargos en las plantas que se indican:

a) Planta de Directivos:

1 Jefe de Departamento grado 5°

1 Jefe de Departamento grado 6°

1 Jefe de Departamento grado 7°

1 Jefe de Departamento grado 8°

6 Jefaturas grado 9° 

b) Planta de Profesionales:

1 profesional grado 6°

1 profesional grado 7°

1 profesional grado 9°

2 profesionales grado 10°

2 profesionales grado 11°

1 profesional grado 12°

1 profesional grado 13°

1 profesional grado 14°

c) Planta de Fiscalizadores:

12 fiscalizadores grado 10°

16 fiscalizadores grado 11°

20 fiscalizadores grado 12°

15 fiscalizadores grado 13°

15 fiscalizadores grado 14°

31 fiscalizadores grado 15°.

d) Planta de Técnicos:

35 técnicos fiscalizadores o técnicos en avaluaciones grado 16°




3.-
A contar del 1 de enero de 2003, créanse los siguientes cargos en las plantas que se indican:

a) Planta de Directivos:

4 Jefaturas grado 9°

b) Planta de Profesionales:

1 profesional grado 8°

1 profesional grado 9°

1 profesional grado 10°

2 profesionales grado 11°

1 profesional grado 12°

c) Planta de Fiscalizadores:

8 fiscalizadores grado 10°

10 fiscalizadores grado 11°

12 fiscalizadores grado 12°

10 fiscalizadores grado 13°

9 fiscalizadores grado 14°

20 fiscalizadores grado 15°




4.-
A contar del 1 de enero de 2004, créanse los siguientes cargos en las plantas que se indican:

a) Planta de Directivos:

4 Jefaturas grado 9°

b) Planta de Fiscalizadores: 

8 fiscalizadores grado 10°

10 fiscalizadores grado 11°

12 fiscalizadores grado 12°

10 fiscalizadores grado 13°

9 fiscalizadores grado 14°

20 fiscalizadores grado 15°




5.-
En la planta de Técnicos, transfórmanse a contar del día primero del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, los siguientes cargos de Técnicos en Informática en los cargos de Técnicos Fiscalizadores que se indican:

a) 5 cargos de Técnicos en Informática grado 15°, en igual número de cargos de Técnicos Fiscalizadores del mismo grado,

b) 5 cargos de Técnicos en Informática grado 16°, en igual número de cargos de Técnicos Fiscalizadores del mismo grado,

c) 6 cargos de Técnicos en Informática grado 17°, en igual número de cargos de Técnicos en Fiscalización del mismo grado, y

d) 4 cargos de Técnicos en Informática grado 18°, en igual número de cargos de Técnicos en Fiscalización del mismo grado.




La primera provisión de los cargos transformados a que se refiere el presente número, se hará con funcionarios titulares que se encuentren nombrados en la planta de Técnicos en Informática, en el mismo grado, y que estén sirviendo funciones fiscalizadoras, los que se entenderá que cumplen con los requisitos para desempeñarse en la planta de Técnicos Fiscalizadores. Para estos efectos, el Director Nacional del Servicio, mediante resolución fundada, individualizará a dichos funcionarios.

ARTICULO 15°.-
Para los efectos de la primera provisión de los cargos de carrera que se crean en el artículo anterior, se estará a las siguientes reglas:




1.-
Para la provisión de los cargos de la Planta de Administrativos a que se refiere la letra e), del numeral 1, una vez aplicadas las correspondientes normas sobre ascensos, autorízase el traspaso voluntario de hasta 15 funcionarios titulares desde la Planta de Administrativos del Servicio de Tesorerías, a los puestos que permanezcan vacantes.




Con este propósito, facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días contados desde la publicación de la presente ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Hacienda, traspase mediante nombramiento y sin solución de continuidad, hasta el número de funcionarios señalados en el párrafo precedente. Los funcionarios traspasados deberán tener a lo menos, dos años de experiencia laboral en el Servicio de Tesorerías y encontrarse calificados en Listas N° 1, de Distinción, o N° 2, Buena.




Para estos efectos, los funcionarios interesados deberán comunicar formalmente al Tesorero General de la República, dentro del plazo de treinta días contados desde la aplicación de los ascensos a que se refiere el párrafo primero del presente numeral, de su decisión de aceptar el traspaso, señalando él o los cargos a los que postulen, respecto de los cuales deberán cumplir con los requisitos que la ley establezca para su desempeño. En el evento que haya más funcionarios postulando que los cargos a proveer en el correspondiente grado, el Servicio de Impuestos Internos procederá a realizar un concurso entre los postulantes, proceso que deberá estar concluido a más tardar dentro de los treinta días posteriores al plazo recién señalado.




Los traspasos de personal que se dispongan, no serán considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.




La aplicación de lo dispuesto en el presente número no podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones, se pagará por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad que la de las remuneraciones que compensa.




Las personas traspasadas conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo.




La dotación máxima de personal del Servicio de Tesorerías se reducirá en el número de funcionarios traspasados. 




Una vez aplicadas las normas anteriores, los cargos que quedaren vacantes se proveerán conforme a lo dispuesto en los numerales 3 y siguientes del presente artículo.




2.-
Los cargos que se crean en las plantas de Fiscalizadores, con excepción de los ubicados en el grado 15° E.F., y de Técnicos, se proveerán por concursos internos limitados a los funcionarios de la respectiva planta. No podrán postular a estos concursos, los funcionarios que ingresen a la planta de Técnicos en virtud de lo dispuesto en el número 5 del artículo anterior, a menos que reúnan los requisitos pertinentes. 




Los cargos de Fiscalizadores a que se refiere la letra c) del número 1.- del artículo precedente, una vez aplicados los concursos internos antedichos, se proveerán mediante concurso público, sin que, en este caso, sea aplicable lo dispuesto en el número 4.- siguiente.




3.-
Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en los numerales precedentes y en el número 5 del artículo anterior, la provisión de los cargos, incluídas las vacantes que se produzcan en la planta de Administrativos como consecuencia de los nombramientos que se hagan en la de Técnicos, se someterá a las reglas que se pasan a establecer.




4.-
Facúltase al Presidente de la República para que a través de decretos con fuerza de ley, que serán expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, traspase al Servicio de Impuestos Internos, mediante nombramiento y sin solución de continuidad, a funcionarios que se desempeñen en calidad de titulares en cargos de los organismos y servicios públicos a que se refiere el inciso primero del artículo 18 de la Ley N°18.575. Las dotaciones máximas de personal de estos organismos y servicios se reducirán, por el solo ministerio de la ley, en el número de funcionarios que resulten nombrados en el Servicio de Impuestos Internos.




El ejercicio de esta facultad requerirá del consentimiento formal de los funcionarios traspasados, del Ministro del ramo o del Jefe Superior del Servicio, según corresponda, y del Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos.




Los funcionarios que se traspasen deberán cumplir con los requisitos exigidos legalmente para desempeñarse en los cargos en que sean nombrados.




Los nombramientos del personal traspasado no serán considerados como causal de término de servicios, ni de supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral. Del mismo modo, no significarán modificación de los derechos previsionales de los funcionarios nombrados.




Las personas nombradas conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo.




El Presidente de la República podrá ejercer las facultades que se le delegan, en períodos de un año contados desde el día 1 de enero de los años 2001, 2002, 2003 y 2004. No obstante, podrá anticipar el término de cada período a fin de aplicar lo dispuesto en el numeral siguiente.




Respecto de los cargos que se crean a contar del día 1° de enero de los años 2002 al 2004, el procedimiento establecido en el presente número podrá iniciarse desde el mes de julio del año precedente




5.-
Los cargos no provistos de conformidad con los números precedentes, lo serán mediante concursos públicos. 




6.-
Increméntase la dotación máxima de personal del Servicio de Impuestos Internos en el número de cargos creados por el artículo 14°, para cada período ahí señalado.




Los procesos de selección para la provisión de los cargos que se crean a contar del día 1° de enero de los años 2002 al 2004, podrán iniciarse desde el mes de octubre del año precedente.




7.-
Los concursos a que se refiere este artículo se regirán por las normas del párrafo primero del título II de la ley N° 18.834, en lo que fuere pertinente.

ARTICULO 16°.-
Sustitúyese, a contar del 1 de enero de 2004, en el artículo 8° de la Ley N°19.646 la expresión "2.100 Unidades Tributarias Anuales", por "2.500 Unidades Tributarias Anuales".

ARTICULO 17°.- Introdúcense, a contar del 1 de enero de 2002, las siguientes modificaciones a la Ley N°19.646: 




a)
Agrégase al artículo 2°, el siguiente inciso sexto, nuevo:





"La recaudación que se considerará para el cálculo de la parte variable será aquella que cumpla con los plazos de entrega de la información mensual de recaudación tributaria que el Servicio de Impuestos Internos proporcione al de Tesorerías, los que serán establecidos en el decreto a que se refiere el inciso anterior.".




b)
Modifícase el artículo 3º, en los siguientes términos:





1.-
Sustitúyese la letra a) por la siguiente:






"a)
La "Recaudación Base" inicial, será la del año 1998. Esta alcanzó la cifra de 212,400 millones de Unidades Tributarias Mensuales (doscientos doce coma cuatro millones de Unidades Tributarias Mensuales)".





2.-
Sustitúyese la letra d) por la siguiente:






"d)
El porcentaje de cumplimiento del programa de reducción de la evasión a aplicar al incentivo, en su parte variable, a que se refiere el artículo 2° y cuyos montos se especifican en el artículo 4° de esta ley, quedará entonces así determinado:






- Asignación Variable en el año 2003:






Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva en el año 2002 es menor al 1,43%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable a pagar en el año 2003 será 0%.






Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva en el año 2002 es mayor o igual al 1,43%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable a pagar en el año 2003 se determinará según la siguiente fórmula:






Porcentaje Asignación = Crecimiento Porcentual ( 86,6620 - 1,2352






-
Asignación Variable en el año 2004:






Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva en el año 2003 es menor al 2,52%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable a pagar en el año 2004 será 0%.






Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual al 2,52%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable a pagar en el año 2004 se determinará según la siguiente fórmula:






Porcentaje Asignación = Crecimiento Porcentual ( 55,9584 - 1,4079






-
Asignación Variable en el año 2005:






Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva en el año 2004 es menor al 2,83%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable a pagar en el año 2005 será 0%.






Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva en el año 2004 es mayor o igual al 2,83%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable a pagar en el año 2005 se determinará según la siguiente fórmula:






Porcentaje Asignación = Crecimiento Porcentual ( 46,9656 - 1,3314






-
Asignación Variable en el año 2006 y siguientes:






Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva del año anterior es menor al 2,45%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable a pagar en el año siguiente será 0%.






Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva del año anterior es mayor o igual al 2,45%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable a pagar en el año siguiente se determinará según la siguiente fórmula:






Porcentaje Asignación = Crecimiento Porcentual ( 67,9509 - 1,6659






El valor de la asignación variable resultante de las fórmulas consignadas en la letra d) precedente, se aproximará considerando cuatro decimales y se expresará como porcentaje con dos decimales. El porcentaje de la asignación variable, en ningún caso, podrá ser superior al 100%."

ARTICULO 18°.-
La determinación del porcentaje de incentivo a aplicar en el año 2002, se hará sobre la base de las recaudaciones anual efectiva y base correspondientes al año 2001, en los términos dispuestos en el artículo 3° de la ley N° 19.646, modificado por la presente ley, y de acuerdo al procedimiento siguiente:




i)
Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es menor al resultado de la siguiente expresión: 0,001478 ( n - 0,010442, el porcentaje a aplicar a la asignación variable a pagar en el año 2002 será 0%.




ii)
Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual al resultado de la expresión anterior, el porcentaje a aplicar a la asignación variable a pagar en el año 2002 se determinará según la siguiente fórmula:




Porcentaje Asignación = Crecimiento Porcentual x 1.804,351 + 18,842 - 2,667

  n n




Siendo n, el número de meses entre el primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre del año 2001, menos el factor 3. El valor máximo de n será de 9 y el valor mínimo cero. 




El valor de la asignación variable resultante de la aplicación de estas fórmulas, se aproximará considerando cuatro decimales y se expresará como porcentaje con dos decimales. El porcentaje de la asignación variable, en ningún caso, podrá ser superior al 100%.




La fijación de los plazos de entrega de la información sobre recaudación tributaria a que se refiere el inciso sexto del artículo 2° de la ley N°19.646, agregado por la letra A) del artículo 17 de la presente ley, respecto del año 2001 deberá hacerse dentro del plazo de 90 días contados desde la publicación de este cuerpo legal. En cuanto al primer trimestre del año 2002, esta fijación se hará, a más tardar, el 30 de noviembre de 2001.

ARTICULO 19°.-
Para los efectos de lo dispuesto en los incisos último y penúltimo del artículo 3° de la Ley N°19.646, no se considerarán las modificaciones de los impuestos, derechos y tributos dispuestos por la presente ley y, en consecuencia, no procederá la rectificación de la recaudación base.

ARTICULO 20°.-
Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 180 días contado desde la fecha de publicación de la presente ley, fije el texto refundido y actualizado de las Plantas de Personal del Servicio de Impuestos Internos y los respectivos requisitos de ingreso y promoción.

ARTICULO 21°.-
Establécese, durante el año 2001 y el primer semestre del año 2002, una asignación semestral de estímulo por cumplimiento de metas de recaudación de deuda morosa recuperada en cobranza, para el personal de planta y a contrata del Servicio de Tesorerías.




Esta asignación procederá cuando la recaudación de deuda morosa recuperada en moneda nacional efectuada por el Servicio de Tesorerías exceda la recaudación base que se señala, para los períodos que se indican:




1.-
Período 1 de julio a 31 de diciembre de 2000: la recaudación base de este semestre será de 2.043.095 Unidades Tributarias Mensuales al valor promedio del semestre, y se considerará para determinar la procedencia del pago de la asignación durante el primer semestre del año 2001; 




2.-
Período 1 de enero a 30 de junio de 2001: la recaudación base de este semestre será de 2.553.688 Unidades Tributarias Mensuales al valor promedio del semestre, y se considerará para determinar la procedencia del pago de la asignación durante el segundo semestre del año 2001; y




3.-
Período 1 de julio a 31 de diciembre de 2001: la recaudación base de este semestre será de 2.080.955 Unidades Tributarias Mensuales al valor promedio del semestre, y se considerará para determinar la procedencia del pago de la asignación durante el primer semestre del año 2002.




La asignación consistirá en un porcentaje aplicado a la suma del sueldo base asignado al grado respectivo, más la asignación profesional del artículo 19 de la Ley N°19.185, en las modalidades de cálculo a que se refieren ambos incisos de esta disposición; la asignación de responsabilidad superior del artículo 6° del decreto ley N°1.770, de 1977; la asignación del artículo 17 y 18 de la Ley N°19.185, en las modalidades de ambos incisos de esta última disposición, y la asignación de dedicación exclusiva del decreto ley N°1.166, de 1975, que se establecerá para cada semestre, según el procedimiento que a continuación se indica: 




a.1)
Asignación de estímulo a pagar en el primer semestre del año 2001: Determinación de un monto a distribuir calculado sobre el excedente que resulte cuando la recaudación por cobranza del semestre anterior, sea superior a la recaudación base respectiva, de la siguiente manera:

· 0,04 veces la parte del excedente que no sobrepase el 3% de la recaudación base;

· Más 0,1 veces la parte del excedente que sea superior al 3% de la recaudación base y no sobrepase del 6%;

· Más 0,16 veces la parte del excedente que sea superior al 6% de la recaudación base y no sobrepase de 9%, y

· Más 0,04 veces la parte del excedente que sea superior al 9% de la recaudación base.




a.2) Asignación de estímulo a pagar en el segundo semestre del año 2001: Determinación de un monto a distribuir calculado sobre el excedente que resulte cuando la recaudación por cobranza del semestre anterior, sea superior a la recaudación base respectiva, de la siguiente manera:

· 0,04 veces la parte del excedente que no sobrepase el 3% de la recaudación base;

· Más 0,12 veces la parte del excedente que sea superior al 3% de la recaudación base y no sobrepase del 6%;

· Más 0,16 veces la parte del excedente que sea superior al 6% de la recaudación base y no sobrepase de 9%, y

· Más 0,02 veces la parte del excedente que sea superior al 9% de la recaudación base.




a.3)
Asignación de estímulo a pagar en el primer semestre del año 2002: Determinación de un monto a distribuir calculado sobre el excedente que resulte cuando la recaudación por cobranza del semestre anterior, sea superior a la recaudación base respectiva, de la siguiente manera:

· 0,07 veces la parte del excedente que no sobrepase el 3% de la recaudación base;

· Más 0,1 vez la parte del excedente que sea superior al 3% de la recaudación base y no sobrepase del 6%;

· Más 0,16 veces la parte del excedente que sea superior al 6% de la recaudación base y no sobrepase el 9%, y

· Más 0,05 veces la parte del excedente que sea superior al 9% de la recaudación base.




b)
En ningún caso, la cantidad total a pagar podrá superar el 26%, el 28% y el 30%, para el primer semestre de 2001, segundo semestre de 2001 y primer semestre de 2002, respectivamente, de la suma de las remuneraciones semestrales enumeradas en el encabezamiento del inciso tercero. 




El monto efectivo de la recaudación de deuda morosa en moneda nacional de cada semestre, así como el porcentaje que en cada semestre deba aplicarse por concepto de la asignación establecida en este artículo, serán fijados por decreto del Ministerio de Hacienda expedido bajo la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", que deberá emitirse a más tardar el 31 de marzo de 2001, el 30 de septiembre del mismo año y el 31 de marzo de 2002, y tendrá vigencia a contar del día 1° del semestre en que se dicte.




Esta asignación será pagada en una cuota cada semestre, en los meses de abril y octubre de 2001, y en abril de 2002, a los funcionarios en servicio a la fecha del pago. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el semestre respectivo, tendrá derecho a la asignación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.




No tendrán derecho a percibir esta asignación los funcionarios calificados en Listas 3 ó 4; los que se acojan a permiso sin goce de remuneraciones, de conformidad con el artículo 105 del Estatuto Administrativo, mientras dure el período de ausencia; y, aquellos funcionarios que se hayan incorporado al Servicio y no cuenten con un desempeño mínimo de seis meses. 




Los montos que los funcionarios perciban por concepto de esta asignación serán imponibles para efectos de salud y pensiones y, para fines tributarios, se considerarán renta del N°1 del artículo 42 de la Ley sobre Impuesta a la Renta. Para determinar las imposiciones y los impuestos a que se encuentra afecta la asignación, se distribuirá su monto por partes iguales en cada mes del semestre respectivo, y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad. 




El funcionario que por ascenso o promoción cambiare de grado o cargo dentro de un período de pago de la asignación, la percibirá en relación a las remuneraciones que correspondan a su nuevo cargo o grado, a contar del día 1 del mes siguiente al de la fecha de su ascenso o promoción, sin perjuicio de los reajustes legales de remuneraciones que pudieren corresponderle.




La asignación de que trata este artículo no será considerada un haber permanente para efectos del cálculo del incentivo tributario a que se refiere la letra b) del inciso séptimo del artículo 12 de la ley N°19.041.




Para el solo efecto de lo dispuesto en el presente artículo, se entenderá por deuda morosa recuperada en moneda nacional, la suma de los montos que mensualmente registre el Informe Operativo de Ingresos Mensuales y el Informe Nacional de Cuentas Complementarias elaborado por el Servicio de Tesorerías, de las cuentas presupuestarias y complementarias que se indican a continuación:




1)
El monto total de la Columna Ingresos de la Cuenta Fluctuación Deudores de Períodos Anteriores,




2)
De la Cuenta Fluctuación Deudores del Período, se considerará la totalidad de los ingresos por cheques protestados y el 10% de la recaudación obtenida mediante el Formulario N°21, excluida la recaudación proveniente de los impuestos a tabacos, cigarros y cigarrillos; herencias y donaciones, y del tributo establecido en el artículo 1° del decreto ley N°2.437, de 1978, y




3)
Del Impuesto Territorial, se considerarán los montos contabilizados que se registren como adeudados en los meses en que vencen cuotas de pago, más lo registrado en los meses en que no vencen cuotas de pago.

ARTICULO 22°-
Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde el 1 de julio de 2001, a través de uno o más decretos con fuerza de ley que serán expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, fije nuevas plantas y dotaciones de personal del Servicio de Tesorerías adecuándolas al régimen de las instituciones fiscalizadoras, las que regirán desde el 1 de julio de 2002. Desde esta misma fecha, el régimen de remuneraciones del personal del Servicio de Tesorerías será el correspondiente a las instituciones fiscalizadoras establecido en el Título I del decreto ley N° 3.551, de 1980.




Establécese que el cambio de régimen de remuneraciones y el ejercicio de estas facultades sólo procederán en el evento que la recaudación base de deuda morosa recuperada establecida en los tres numerales del inciso segundo del artículo 21° haya sido, en su conjunto, superior a 7.345.512 Unidades Tributarias Mensuales. 




En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá determinar los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción en dichas plantas y cargos; establecer los grados y número de cargos de las distintas plantas; fijar la dotación de personal, y establecer las normas a que se sujetará el Tesorero General de la República para encasillar al personal en las nuevas plantas. El encasillamiento se entenderá sin solución de continuidad. Podrá encasillarse, total o parcialmente, al personal a contrata que se encuentre prestando servicios a la fecha del encasillamiento.




El personal a contrata a la fecha del encasillamiento, que no sea encasillado, será recontratado en los grados correspondientes de la nueva planta.




El personal que ocupe un cargo en extinción, adscrito a la planta del Servicio de Tesorerías por aplicación del derecho establecido en el artículo 2° transitorio de la Ley N° 18.972, mantendrá inalterable su situación, conservando en la nueva planta su equivalencia con el o los cargos homologables en la situación previa al encasillamiento.




La aplicación de lo dispuesto en el presente artículo no podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, ni modificación de los derechos previsionales y estatutarios de los funcionarios. Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará por planilla suplementaria, la que será imponible en la misma proporción que lo sean las remuneraciones que compensa y estará afecta a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público. 




El personal conservará el número de bienios que tenga reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo.




Los funcionarios que a la fecha del encasillamiento estuvieren afectos al régimen de desahucio del decreto con fuerza de ley N°338, de 1960, continuarán efectuando sus cotizaciones sobre un monto equivalente al total de las remuneraciones que sean imponibles para esos efectos en el mes anterior a la indicada fecha. Este monto se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades en que se reajusten las remuneraciones del sector público y servirá de base para el pago del beneficio.




El encasillamiento del personal, regirá a contar del 1 de julio de 2002.




El Presidente de la República podrá introducir modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Hacienda, de 1994, que fija el texto del Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías, en lo que fuere pertinente para la debida aplicación de lo dispuesto en el presente artículo.

ARTICULO 23°-
En caso de producirse el cambio de régimen de remuneraciones del personal del Servicio de Tesorerías dispuesto en el artículo anterior, facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde el 1 de enero de 2002, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, que serán expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, conceda al referido personal desde 1 de julio de 2002, una asignación de estímulo asociada a resultados de gestión, eficiencia institucional, productividad o calidad de los servicios proporcionados a los usuarios.




En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República fijará las características del beneficio y las condiciones para acceder al mismo, en especial, la definición de sus beneficiarios, la forma de determinar sus montos, las exigencias para su concesión y la periodicidad de su pago.




Esta asignación será imponible para efectos de salud y pensiones y, en materia tributaria, se considerará renta del N°1 del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.




El gasto anual por concepto de esta asignación, más el costo anual del encasillamiento dispuesto por el artículo precedente, no podrá ser superior a la suma de las remuneraciones correspondientes al segundo semestre del año 2001 y del primer semestre de 2002, incrementadas en un 22%, excluidas la asignación de zona y la asignación de estímulo de que trata el artículo 21°.




Establécese que, en el evento de producirse el cambio de remuneraciones a que se refiere este artículo, el personal del Servicio de Tesorerías mantendrá su derecho a la asignación otorgada por el artículo 12 de la ley N°19.041, como, asimismo, el incremento por desempeño individual del artículo 7° de la Ley N°19.553.




La asignación de que trata el presente artículo no será considerada un haber permanente para el cálculo del incentivo tributario a que se refiere la letra b) del inciso séptimo del artículo 12 de la ley N°19.041. 

ARTICULO 24°-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la planta de la Dirección de Presupuestos, adecuada por el decreto con fuerza de ley N°3, de 1990, del Ministerio de Hacienda:




a)
Créase un cargo de Jefe de Departamento grado 3° en la planta de la Subdirección de Presupuesto, y




b)
Créanse dos cargos de Jefes de Subdepartamento grado 4° en la planta de la Subdirección de Presupuestos.

ARTICULO 25°.-
Introdúcense , a contar del 1 de enero de 2001 o desde la fecha de publicación de la presente ley si ésta fuere posterior, las siguientes modificaciones a la planta de personal del Servicio de Tesorerías, contenidas en los artículos 14 y 15 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1994, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Orgánico del referido Servicio:




1.-
En el artículo 14, créanse los siguientes cargos:




a)
Tres cargos de Directores Regionales Tesoreros grado 6° E.U.S.,




b)
Nueve Jefes de Sección grado 8° E.U.S., y




c)
Tres Profesionales grado 9° E.U.S.




2.-
En el artículo 15, en el numeral 1 del párrafo correspondiente a la Planta de Profesionales, sustitúyese la expresión "tres cargos grado 9° EUS.", por "seis cargos grado 9° EUS.".

ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero.-
Lo dispuesto en el número 1.- de la letra b), del artículo 1°, regirá a contar del 1° de julio del año 2001, y lo dispuesto en el número 2.- de la letra w) del mismo artículo, regirá desde el 1° de enero del año 2002.




Las modificaciones que el artículo 2° de esta ley introduce a la Ley sobre Impuesto a la Renta, regirán a contar del año tributario 2001, con las siguientes excepciones:




1.-
Lo dispuesto en la letra a) regirá respecto de las inversiones en acciones de sociedades anónimas cerradas, que se efectúen a contar del 31 de agosto del año 2000.




2.-
Lo dispuesto en la letra b), regirá a contar del 31 de agosto del año 2000 respecto de las enajenaciones que se efectúen a contar de dicha fecha.




3.-
Lo dispuesto en las letras c) y j), número 1.-, regirá respecto de las rentas que se paguen, abonen en cuenta, se contabilicen como gasto, se remesen o se pongan a disposición del interesado a contar de la fecha de publicación de esta ley.




Con todo no se aplicará lo dispuesto en la modificación contenida en el número 1.- de la letra j) del artículo referido, respecto de aquellos intereses que se paguen a instituciones financieras extranjeras que a la fecha de publicación de esta ley se encontraban registradas en el Banco Central de Chile y los créditos respectivos se hubieren contratados y registrados en dicho Banco a más tardar el 31 de agosto del año 2000. En todo caso, esta excepción no será aplicable a estos créditos desde que sean prorrogados o se modifique la tasa de interés pactada originalmente.




4.-
Lo dispuesto en el número 2.- de la letra d), regirá desde el 1° de enero del año 2002.




5.-
La modificaciones de la letra e), tendrán las siguientes vigencias:

a) La del número 1.- regirá desde el año tributario 2002;

b) La del número 2.- regirá desde el 31 de agosto del año 2000, por las sociedades con pérdidas que sufran cambios en su propiedad o en el derecho a participación en sus utilidades, desde esa fecha, y

c) La del número 3.- regirá a contar del año tributario 2001, respecto de los bienes que se acojan el régimen de depreciación acelerada desde dicho año.




6.-
Lo dispuesto en la letra i), regirá a contar del 1° de enero del año 2001.




Las modificaciones que el artículo 5° introduce a la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, regirán a contar del 1° del mes siguiente al de la fecha de publicación de la presente ley, salvo las contenidas en las letras c) y d) que regirán desde la fecha de su publicación, y en la letra b) que regirá a contar del 1° de marzo del año 2001.




La derogación establecida en el artículo 6°, regirá desde el 1° de enero del año 2002.




Las modificaciones que introduce en la ley N° 18.657 el artículo 10° de esta ley, regirán respecto de las rentas que se paguen, abonen en cuenta, se contabilicen como gasto, se remesen o se pongan a disposición del interesado a contar de la fecha de publicación de esta ley.

Artículo Segundo.- La aplicación de la multa a que se refiere el número 2.- de la letra m) del artículo 1° de la presente ley, se suspenderá hasta el primer día del mes siguiente a aquél en que se cumpla un año de su publicación.

Artículo Tercero.- Lo dispuesto en la letra b) del artículo 2°, no se aplicará a la venta de bienes raíces rurales cuya escritura de compraventa se hubiere otorgado antes de la fecha señalada en el número 2.- del artículo 25 de esta ley, aunque la inscripción en el Conservador de Bienes Raíces de dicha compraventa se efectúe con posterioridad a la fecha señalada.

Artículo Cuarto.- Los contribuyentes que determinen el impuesto a la renta a base de renta presunta, de acuerdo con las normas establecidas en la letra b), del número 1°.-, del artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, consideraran para el año tributario del año 2002, el avalúo fiscal vigente al 31 de diciembre del año 2001, reajustado según la variación que experimente el Indice de Precios al Consumidor en el segundo semestre de dicho año, en reemplazo del que se fije en el reavalúo agrícola, cuya vigencia se establece en el artículo 11° de esta ley.

Artículo Quinto.- No obstante lo dispuesto en el Artículo 6°.-, el ejercicio de las facultades del Servicio de Impuestos Internos, de examinar la exactitud de las declaraciones y verificar la correcta determinación y pagos mensuales de los impuestos contemplados en el decreto ley N° 825, de 1974, de los contribuyentes que estén siendo objeto de revisión a la fecha de entrada en vigencia de dicho artículo, se regirá por las disposiciones de la ley N° 18.320.

Artículo Sexto.- El Tesorero General de la República podrá declarar de oficio, hasta el 31 de diciembre del año 2001, la prescripción de las acciones de cobro del Fisco de los tributos, créditos fiscales y sus recargos legales, que se haya producido de acuerdo a lo establecido en el artículo 201 del Código Tributario a la fecha de publicación de esta ley, aún cuando el deudor no la haya alegado. El Tesorero General deberá disponer la información suficiente y accesible para que los contribuyentes favorecidos puedan tener conocimiento de la referida declaración.

Artículo Séptimo.- Los fondos que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren depositados en libretas de ahorro del Banco del Estado de Chile, abiertas de conformidad al artículo 165 letra c) de la Ordenanza de Aduanas antes de la modificación introducida por el número 5.- del artículo 12° de esta ley, serán traspasados en su totalidad a Rentas Generales de la Nación sin deducción alguna.

Para estos efectos, se faculta al Director Nacional de Aduanas a solicitar, dentro del plazo de 180 días desde la entrada en vigencia de esta ley, el cierre de dichas libretas de ahorro, con el sólo objeto de que los fondos correspondientes ingresen a Rentas Generales de la Nación. 

Artículo Octavo.- Las denuncias por delitos de fraude aduanero que se hayan realizado o realicen por conductas anteriores a la publicación de la presente ley, como asimismo las conductas que son actualmente conocidas por los tribunales competentes en los procesos respectivos, se regirán conforme al artículo 168 de la Ordenanza de Aduanas, cuyo texto se encuentra aprobado por el DFL N° 2 del Ministerio de Hacienda, de 1997.

Artículo Noveno.- El monto global anual expresado en Unidades Tributarias Anuales, a que se refiere el artículo 8° de la Ley N°19.646, será de los valores que se expresan, en los años que se indican:

a) Año 2001: 2.361 Unidades Tributarias Anuales;

b) Año 2002: 2.448 Unidades Tributarias Anuales, y

c) Año 2003: 2.474 Unidades Tributarias Anuales.

Artículo Décimo.- Fíjase en 173 cargos la dotación máxima de personal de la Dirección de Presupuestos para el año 2000.".

Dios guarde a V.E.,



RICARDO LAGOS ESCOBAR



Presidente de la República


NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN


Ministro de Hacienda






